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5. REPARACIONES

En materia de reparaciones también se han sistematizado estándares jurisprudenciales que dicen relación con 
pueblos indígenas y tribales y se han omitido aquellos aspectos que son comunes a toda la población.

5.1 Consideraciones generales

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 29 de abril de 200468

51. En relación con el tema de genocidio al que aludieron tanto la Comisión como los representantes de las víctimas 
y sus familiares, la Corte hace notar que en materia contenciosa sólo tiene competencia para declarar violaciones 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de otros instrumentos del sistema interamericano de 
protección de derechos humanos que así se la confieren.  No obstante, hechos como los señalados, que afectaron 
gravemente a los miembros del pueblo maya achí en su identidad y valores y que se desarrollaron dentro de un 
patrón de masacres, causan un impacto agravado que compromete la responsabilidad internacional del Estado 
que esta Corte tomará en cuenta al momento de resolver sobre reparaciones.

85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo indígena maya, de la comunidad 
lingüística achí, poseen autoridades tradicionales y formas de organización comunitaria propias, centradas 
en el acuerdo de voluntades colectivas y el respeto.  Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y 
culturales. Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la relación 
espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el profundo respeto a la naturaleza.  Las 
tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar esencial en su vida comunitaria.  Su espiritualidad se refleja en 
la estrecha relación entre los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados. La transmisión de la cultura y del 
conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las mujeres.

86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera que la reparación 
individual tiene como un componente importante las reparaciones que esta Corte otorga más adelante a los 
miembros de las comunidades en su conjunto. 

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 

272. Con motivo de la denegación de justicia en perjuicio de las víctimas de violaciones graves y masivas de derechos 
humanos, como lo son las ocurridas durante masacres, se presenta una diversidad de afectaciones no sólo en la 
esfera individual de las víctimas sino también en la esfera colectiva. En este sentido, es evidente que las víctimas 
de impunidad prolongada sufren distintas afectaciones no sólo de carácter material por la búsqueda de justicia, 
sino también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico y físico y en su proyecto de vida, así como otras 
posibles alteraciones en sus relaciones sociales y en la dinámica de sus familias y comunidades, particularmente 
tratándose de una comunidad indígena. Este Tribunal ha establecido que estos daños se intensifican por la 
falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los restos de víctimas 
fallecidas, y la imposibilidad de los familiares de honrar apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, 
la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación a fin de resarcir los daños de 
manera integral, por lo que además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, 
rehabilitación y garantías de no repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el 
carácter colectivo de los daños ocasionados  en el presente caso.

68 Los hechos del presente caso se refieren a la aldea Plan de Sánchez se localiza en el Municipio de Rabinal, en la región central de Guatemala. La zona 
está habitada predominadamente por miembros del pueblo indígena maya, pertenecientes a la comunidad lingüística Achi. Desde 1982, el ejército de 
Guatemala mantuvo una fuerte presencia en la zona.

 El día domingo 18 de julio de 1982, se desarrollaba el día de mercado en Rabinal. Aproximadamente a las ocho de la mañana, fueron lanzadas dos 
granadas de mortero en Plan de Sánchez. Posteriormente, llegó a la comunidad un comando del ejército de aproximadamente sesenta personas. Al 
llegar el comando, éste separó a las niñas y mujeres jóvenes de las mujeres mayores, los hombres y los niños. El primer grupo fue objeto de maltratos, 
violaciones y asesinatos. Los niños y restantes niñas fueron apartados y asesinados a golpes. Otras personas rendidas fueron obligadas a concentrarse en 
otra casa, la cual, fue objeto de disparos de armas de fuego de manera indiscriminada y de ataques con granadas de mano.

 Alrededor de 268 personas fueron ejecutadas en la masacre, quienes eran en su mayoría del pueblo maya de Achi y algunas eran no indígenas residentes 
en algunas comunidades aledañas. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.
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5.2. Reparaciones pecuniarias

5.2.1. Daño material

Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 199369

17. Respecto de las personas que tendrían derecho a una indemnización material, la Comisión explica que es 
preciso tomar en consideración la estructura familiar de los maroons a la cual pertenecen los saramacas, tribu 
de las víctimas, y que es esencialmente matriarcal(*) 70, en la cual es frecuente la poligamia.  En Suriname los 
matrimonios deben registrarse para ser reconocidos por el Estado, pero por la escasez de oficinas de registro civil 
en el interior del país generalmente no lo son, lo cual, a criterio de la Comisión, no debería afectar el derecho 
a indemnización de los parientes o cónyuges de matrimonios no registrados.  Se alega que el cuidado de los 
miembros de la familia está a cargo de un grupo comunal que sigue la línea materna, lo que debería tenerse en 
cuenta para determinar a qué familiares indemnizar.  Los perjuicios personales directos de carácter pecuniario 
que dan derecho a obtener indemnización se deberían medir principalmente por el grado de dependencia 
financiera que existió entre el reclamante y el difunto.  La nómina de las partes perjudicadas con derecho a ser 
indemnizadas fue parcialmente confeccionada por la Comisión con base en declaraciones juradas de parientes 
de las víctimas.

Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005

186. Los hechos probados indican que los miembros de la comunidad fueron forzados a dejar sus hogares y tierras 
tradicionales abruptamente, y se han encontrado en situación de desplazamiento continuo, en la Guyana 
Francesa o en otras partes de Suriname […].  Asimismo, han sufrido pobreza y privaciones desde su huida de 
la aldea de Moiwana, dado que la posibilidad de utilizar sus medios tradicionales de subsistencia se ha visto 
limitada drásticamente […].

187. La Corte, tomando en cuenta, inter alia, las circunstancias del caso y la existencia de base suficiente para 
presumir daño material, considera procedente, en equidad, ordenar al Estado el pago de una indemnización 
por concepto de daño material de US $3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América), a cada una 
de las víctimas indicadas en los párrafos 180 y 181 de la presente Sentencia. La indemnización por concepto de 
daño material deberá ser entregada a cada una de las víctimas de conformidad con los párrafos 178 y 179 de este 
fallo.  Se ordenará una medida adicional en un apartado posterior de la presente Sentencia, con el fin de reparar 
la pérdida de los hogares de los miembros de la comunidad […].

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

194. El Tribunal considera que en el presente caso la indemnización por el daño material debe comprender los gastos 
en que incurrieron los miembros de la Comunidad Yakye Axa en las diversas gestiones que realizaron con el 
fin de recobrar las tierras que consideraban como propias, tales como movilizaciones y traslados a distintas 
dependencias estatales […]. La Corte estima que el Estado debe otorgar una indemnización por dichos gastos, 
pues tienen un nexo causal directo con los hechos violatorios de este caso y no se trata de erogaciones realizadas 
por motivo del acceso a la justicia  […]. 

195. Al respecto, la Corte toma nota de que algunos de dichos gastos fueron asumidos por la organización Tierraviva, 
representante de las víctimas, y que se trata de gastos generados como consecuencia de las violaciones declaradas 
en esta Sentencia. En consecuencia, la Corte fija, en equidad, la cantidad de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda paraguaya, por concepto de los 

69  Los hechos del presente caso sucedieron el 31 de diciembre de 1987 en el distrito de Brokopondo. Alrededor de 20 cimarrones se encontraban por dicha 
zona a fin de regresar a sus hogares luego de haber estado en la ciudad de Paramaribo. Miembros de las fuerzas armadas detuvieron a estas personas bajo 
la sospecha de que eran miembros del Comando de la Selva y posteriormente fueron golpeados con las culatas de las armas de fuego de los soldados. 
Algunos de ellos fueron heridos gravemente con bayonetas y cuchillos.  Se les obligó a acostarse boca abajo en el suelo y los militares les pisaron la espalda 
y los orinaron.

 Luego de ello los militares permitieron que los cimarrones prosiguieran su viaje con excepción de siete personas: Daison Aloeboetoe, Dedemanu 
Aloeboetoe, Mikuwendje Aloeboetoe, John Amoida, Richenel Voola, Martin Indisie Banai y Beri Tiopo. Ellos fueron arrastrados con los ojos vendados 
al interior de un vehículo militar y llevados rumbo a Paramaribo.

 Antes de llegar a Paramaribo, el vehículo se detuvo y los militares ordenaron a las víctimas que salieran de él; a las que no lo hicieron las sacaron a la 
fuerza.  Se les dio una pala y a poca distancia del camino se les ordenó que comenzaran a excavar.  Richenel Voola trató de escapar pero los militares 
dispararon contra él. Poco tiempo después las otras seis personas fueron asesinadas por los militares.

70 “Matrilineal sería probablemente un término antropológico más preciso”. N. Del Editaor: LA nota a pie de página, bajo la referencia “*”, en el  
texto original.
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referidos gastos en que incurrieron los miembros de la Comunidad Yakye Axa, algunos de los cuales fueron 
sufragados por Tierraviva.  Dicha cantidad será puesta a disposición de los líderes de la Comunidad, quienes 
deberán reintegrar a la organización Tierraviva el monto que corresponda y el saldo restante será utilizado en lo 
que los miembros de la Comunidad indígena decidan conforme a sus propias necesidades y formas de decisión, 
usos, valores y costumbres.

Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005

244. Los candidatos a alcaldes, vicealcaldes y concejales propuestos por YATAMA, así como esta organización, 
incurrieron en diversos gastos durante la campaña electoral antes de que el Consejo Supremo Electoral 
decidiera no inscribir a esos candidatos.  Los miembros de las comunidades de la Costa Atlántica que eligieron 
en asambleas a los candidatos realizaron aportes materiales para la participación de éstos.  En el presente 
caso, se excluyó a los candidatos propuestos por YATAMA de participar en la elección mediante decisiones 
violatorias de la Convención.  Como consecuencia de ello, merecen una indemnización por concepto de daño 
material por los gastos en que incurrieron, para lo cual se toman en cuenta los comprobantes aportados por 
los representantes, diversos testimonios allegados a la Corte y lo señalado por la perito María Dolores Álvarez 
Arzate respecto de la tradición oral de  las comunidades indígenas.

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

199. De acuerdo con la prueba presentada ante este Tribunal, se extrajo una cantidad considerable de madera 
valiosa del territorio del pueblo Saramaka sin antes consultarle o brindarle una indemnización […].  Además, 
la prueba del caso indica que las concesiones madereras que otorgó el Estado causaron gran daño a la propiedad 
en el territorio ocupado y utilizado tradicionalmente por el pueblo Saramaka […].  Por estas razones y con 
fundamento en equidad, la Corte fija, por el daño material directo que estas actividades causaron, la cantidad 
de US$ 75.000 (setenta y cinco mil dólares estadounidenses) a favor del pueblo Saramaka.  Esta suma deberá 
agregarse al fondo de desarrollo descrito infra […].

Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012

315. El Tribunal hace notar que no han sido aportados elementos probatorios suficientes y específicos para determinar 
el ingreso dejado de percibir por miembros del Pueblo Sarayaku por la paralización de sus actividades en 
algunos períodos, así como por la siembra y venta de los productos que dejaron de realizarse en las chacras, 
por los alegados gastos para complementar su dieta ante la falta de alimentos en algunos períodos o por las 
afectaciones al turismo comunitario. Además, la Corte nota que los montos solicitados por concepto de daño 
material varían significativamente entre el escrito de solicitudes y los alegatos finales escritos remitidos por los 
representantes. Si bien se entiende lo anterior por la diferencia en el número de familias inicialmente señalado 
y el que surgió luego del censo realizado en Sarayaku, no están claras las diferencias en los criterios propuestos 
por los representantes para calcular los daños materiales. Sin embargo, en las circunstancias del presente caso, es 
razonable presumir que los hechos provocaron una serie de gastos e ingresos dejados de percibir, que debieron 
ser enfrentados por los miembros del Pueblo Sarayaku, el cual vio afectadas sus posibilidades de uso y goce de 
los recursos de su territorio, particularmente por la restricción de áreas de caza, de pesca y de subsistencia en 
general. Además, por la propia ubicación y modo de vida del Pueblo Sarayaku, es comprensible la dificultad 
para demostrar esas pérdidas y daños materiales. 

316. Asimismo, si bien no fueron aportados documentos de soporte de gastos, es razonable estimar que las 
acciones y gestiones realizadas por miembros del Pueblo generaron gastos que deben ser considerados como 
daño emergente, en particular en lo referente a las acciones o diligencias realizadas para mantener reuniones 
con diferentes autoridades públicas y otras comunidades, por lo que sus líderes o miembros han tenido que 
desplazarse. Por todo lo anterior, la Corte determina en equidad una compensación por los daños materiales 
ocurridos, tomando en cuenta que: i) miembros del Pueblo Sarayaku incurrieron en gastos para realizar 
acciones y gestiones a nivel interno para reclamar la protección de sus derechos; ii) su territorio y recursos 
naturales fueron dañados, y iii) el Pueblo habría visto afectada su situación económica por la paralización de 
actividades productivas en determinados períodos.

317. En consecuencia, la Corte fija una compensación de USD$ 90.000.00 (noventa mil dólares de los Estados Unidos 
de América), por concepto de daño material, la cual deberá ser entregada a la Asociación del Pueblo Sarayaku 
(Tayjasaruta), en el plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que inviertan el 
dinero en lo que el Pueblo decida, conforme a sus propios mecanismos e instituciones de toma de decisiones, 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/zsUKpo



104

PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES

entre otras cosas, para la implementación de proyectos educativos, culturales, de seguridad alimentaria, de 
salud y de desarrollo eco-turístico u otras obras con fines comunitarios o proyectos de interés colectivo que el 
Pueblo considere prioritarios.

5.2.2. Daño inmaterial

Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 1993

51. En el presente caso, las víctimas muertas en Tjongalangapassi sufrieron un perjuicio moral al ser vejadas por 
una banda armada que las privó de su libertad y luego las asesinó.  Las agresiones recibidas, el dolor de verse 
condenado a muerte sin razón alguna, el suplicio de tener que cavar su propia fosa constituyen una parte del 
perjuicio moral sufrido por las víctimas.  Además, aquella que no murió en un primer momento debió soportar 
que sus heridas fueran invadidas por los gusanos y ver que los cuerpos de sus compañeros servían de alimento 
a los buitres.

52. El daño moral infligido a las víctimas, a criterio de la Corte, resulta evidente pues es propio de la naturaleza 
humana que toda persona sometida a las agresiones y vejámenes mencionados experimente un sufrimiento 
moral.  La Corte estima que no se requieren pruebas para llegar a esta conclusión y resulta suficiente el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado por Suriname en su momento.

56. Los saramacas son una tribu que vive en el territorio de Suriname y que se constituyó con los esclavos africanos 
que huían de los propietarios holandeses.  El escrito de la Comisión sostiene que los saramacas gozan de 
autonomía interna en virtud de un tratado del 19 de septiembre de 1762, el cual les permitiría regirse por sus 
propias leyes.  Allí expresa que ese pueblo “adquirió sus derechos sobre la base de un tratado celebrado con 
los Países Bajos, por el cual se les reconoce, entre otras cosas, la autoridad local de los Saramaca (sic) sobre 
su propio territorio”.  A dicho escrito se acompaña el texto de la convención mencionada y se añade que las 
“obligaciones del tratado son aplicables por sucesión al estado (sic) de Suriname”.

57. La Corte no considera necesario investigar si dicho convenio es un tratado internacional.  Sólo  se  limita  a  
observar que si así  hubiera  sido, el  tratado  hoy sería nulo por ser contrario a reglas de jus cogens superveniens.  
En efecto, en ese convenio los saramacas se obligan, entre otras cosas, a capturar los esclavos que hayan 
desertado, a hacerlos prisioneros y a devolverlos al Gobernador de Suriname, quien  les pagará entre 10 y 50 
florines por cada uno, según la distancia del lugar de su captura.  Otro artículo faculta a los saramacas a vender 
a los holandeses, en calidad de esclavos, otros prisioneros que pudieren capturar.  Un convenio de esta índole 
no puede ser invocado ante un tribunal internacional de derechos humanos.

58. La Comisión ha puntualizado que no pretende que los saramacas constituyan actualmente una comunidad con 
subjetividad internacional, sino que la autonomía que reclama para la tribu es de derecho público interno.

La Corte no estima necesario averiguar si los saramacas gozan de autonomía legislativa y jurisdiccional dentro 
de la región que ocupan.  La única cuestión que aquí interesa consiste en saber si las leyes de Suriname relativas a 
derecho de familia se aplican a la tribu Saramaca.  En este sentido, las pruebas producidas permiten deducir que 
las leyes de Suriname sobre esa materia no tienen eficacia respecto de aquella tribu; sus integrantes las desconocen 
y se rigen por sus propias reglas y el Estado, por su parte, no mantiene la estructura necesaria para el registro de 
matrimonios, nacimientos y defunciones, requisito indispensable para la aplicación de la ley surinamesa.  Además, 
los conflictos que ocurren en estas materias no son sometidos por los saramacas a los tribunales del Estado y la 
intervención de éstos en las materias mencionadas, respecto de los saramacas, es prácticamente inexistente.  Cabe 
señalar también que en este proceso Suriname reconoció la existencia de un derecho consuetudinario saramaca.

La única prueba que aparece en sentido contrario es la declaración del señor Ramón de Freitas, pero la Corte 
se ha formado un concepto del testigo a través de la forma cómo declaró, de la actitud asumida en la audiencia y de la 
personalidad demostrada en ella, que la lleva a desechar su testimonio.

59. La Comisión ha ofrecido diversas pruebas acerca de la estructura social de los saramacas según la cual esta tribu 
presenta una configuración familiar fuertemente matriarcal(*), con casos frecuentes de poligamia.  El principal 
conjunto de parientes sería el “bêè”, formado por todas las personas que descienden de una misma mujer.  Este 
grupo asumiría la responsabilidad por los actos de cualesquiera de sus miembros y, en teoría, cada uno de éstos 
sería responsable ante el grupo en conjunto.  Esto significaría que la indemnización que deba pagarse a una 
persona, se da al “bêè” y su representante la distribuye entre sus miembros.
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61. El convenio Nº 169 de la O.I.T. sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes (1989) no ha sido 
aprobado por Suriname y en el derecho de gentes no existe ninguna norma convencional ni consuetudinaria 
que determine quiénes son los sucesores de una persona.  Por consiguiente, es preciso aplicar los principios 
generales de derecho (art. 38.1.c del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia).

62. Es una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de una persona son sus hijos.  Se acepta 
también generalmente que el cónyuge participa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y algunas 
legislaciones le otorgan además un derecho sucesorio junto con los hijos.  Si no existen hijos ni cónyuge, el 
derecho privado común reconoce como herederos a los ascendientes.  Estas reglas generalmente admitidas en 
el concierto de las naciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte, en el presente litigio a fin de determinar 
los sucesores de las víctimas en lo relativo a la indemnización.

Estos principios generales de derecho se refieren a “hijos”, “cónyuge” y “ascendientes”.  Estos términos deben 
ser interpretados según el derecho local.  Este, como ya se ha indicado (supra, párr. 58), no es el derecho surinamés 
porque no es eficaz en la región en cuanto a derecho de familia.  Corresponde pues tener en cuenta la costumbre 
saramaca.  Esta será aplicada para interpretar aquellos términos en la medida en que no sea contraria a la Convención 
Americana.  Así, al referirse a los “ascendientes”, la Corte no hará ninguna distinción de sexos, aún cuando ello sea 
contrario a la costumbre saramaca.

63. La identificación de los hijos de las víctimas, de sus cónyuges y, eventualmente, de sus ascendientes ha ofrecido 
graves dificultades en este caso.  Se trata de miembros de una tribu que vive en la selva, en el interior de 
Suriname y se expresa sólo en su lenguaje nativo.  Los matrimonios y los nacimientos no han sido registrados 
en muchos casos y, cuando así ha ocurrido, no se han incluido datos suficientes para acreditar enteramente la 
filiación de las personas.  La cuestión de la identificación se torna aún más difícil en una comunidad en la que 
se practica la poligamia.

64. Suriname ha efectuado en sus observaciones una crítica general al escrito de la Comisión acerca de las pruebas 
aportadas por ella.  Así afirma “que requerimos conocer, basados en datos racionales y ciertamente comprobables, 
detalles específicos de todas las víctimas, respecto del elenco familiar que quedó desprotegido [. . .]”.

Es cierto que la identidad de las personas debe probarse, en general, mediante la documentación correspondiente.  
Pero la situación en que se encuentran los saramacas se debe en gran medida a que el Estado no mantiene en la región 
los registros civiles en número suficiente y por ello no puede otorgar la documentación a todos los habitantes con 
base en los datos obrantes en ellos.  Suriname no puede exigir entonces que se pruebe la filiación y la identidad de las 
personas mediante elementos que no suministra a todos sus habitantes en aquella región.  Por otra parte, Suriname no 
ha ofrecido en este litigio suplir su inacción aportando otras pruebas sobre la identidad y la filiación de las víctimas y 
sus sucesores.

A fin de precisar los datos relativos a los sucesores, la Corte solicitó a la Comisión datos complementarios 
acerca de ellos.  La Corte estima que las pruebas producidas, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, son 
verosímiles y pueden ser admitidas.

83. En su escrito explica la Comisión que en la sociedad maroon tradicional, una persona no sólo es miembro de 
su grupo familiar sino, también, de su comunidad aldeana y del grupo tribal.  Los aldeanos constituyen, según 
ella, una familia en el sentido amplio, razón por la cual el perjuicio causado a uno de sus miembros constituiría 
también un daño a la comunidad, que tendría que ser indemnizado.

La Corte considera, respecto del argumento que funda la reclamación de una indemnización por daño moral 
en la particular estructura social de los saramacas que se habrían perjudicado en general por los asesinatos, que todo 
individuo, además de ser miembro de su familia y ciudadano de un Estado, pertenece generalmente a comunidades 
intermedias.  En la práctica, la obligación de pagar una indemnización moral no se extiende a favor de ellas ni a favor 
del Estado en que la víctima participaba, los cuales quedan satisfechos con la realización del orden jurídico.  Si en 
algún caso excepcional se ha otorgado una indemnización en esta hipótesis, se ha tratado de una comunidad que ha 
sufrido un daño directo.

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004

85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo indígena maya, de la comunidad 
lingüística achí, poseen autoridades tradicionales y formas de organización comunitaria propias, centradas 
en el acuerdo de voluntades colectivas y el respeto.  Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y 
culturales. Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la relación 
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espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el profundo respeto a la naturaleza.  Las 
tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar esencial en su vida comunitaria.  Su espiritualidad se refleja en 
la estrecha relación entre los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados.  La transmisión de la cultura y del 
conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las mujeres.

86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera que la reparación 
individual tiene como un componente importante las reparaciones que esta Corte otorga más adelante a los 
miembros de las comunidades en su conjunto. 

87. Teniendo en cuenta lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión y por los 
representantes, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por concepto de daño inmaterial, la cual 
deberá ser entregada a cada una de las víctimas, según lo estipulado en los cuadros de los párrafos 88 literales a 
y b, y 89 literales a y b de la presente Sentencia, y de conformidad con los siguientes parámetros:

a) se debe tomar en consideración que las víctimas no pudieron enterrar debidamente a sus familiares 
ejecutados en la masacre ni practicar los ritos funerarios según sus costumbres.  Asimismo, se debe 
tomar en cuenta la especial significación que para la cultura maya, y en particular, para la maya achí, 
tienen los ritos funerarios, y la dimensión del daño que produjo a las víctimas que éstos no fueran 
respetados.  Además, está probado que por las condiciones de descomposición y calcinación en que 
fueron encontrados los restos después de las exhumaciones practicadas en 1994 y 1996, sólo algunas 
víctimas pudieron enterrar a sus familiares y realizar las ceremonias correspondientes […];  

b) se debe apreciar que las víctimas del presente caso no pudieron celebrar libremente ceremonias, ritos u 
otras manifestaciones tradicionales durante un tiempo, lo que afectó la reproducción y transmisión de su 
cultura.  Asimismo, está probado que con la muerte de las mujeres y los ancianos, transmisores orales de 
la cultura maya achí, se produjo un vacío cultural […];

c) se deben tener en consideración los daños provocados a las víctimas por la permanente presencia, 
vigilancia y represión militar a la que fueron sometidas.  También está establecido que las víctimas 
fueron forzadas a patrullar con sus victimarios y a convivir con ellos en las áreas comunes del municipio.  
Las víctimas fueron estigmatizadas, señaladas como “guerrilleros” y, como tales, responsables de los 
hechos.  Todas las anteriores situaciones generaron sentimientos de terror, paralización, inseguridad, 
frustración, humillación, culpabilidad y dolor en las víctimas, lo cual ha causado una grave alteración en 
sus condiciones de existencia, y en sus relaciones familiares y comunitarias […]; 

d) se deben tomar en cuenta los daños inmateriales ocasionados a los miembros de la comunidad de Plan 
de Sánchez con motivo de la militarización de su aldea.  Está probado que la estructura comunitaria 
tradicional de Plan de Sánchez fue sustituida por un sistema de control militarista y vertical, en el que los 
líderes naturales de la comunidad no pudieron continuar desempeñando su rol y fueron reemplazados 
por las autoridades militares […];

e) se debe estimar que los hechos del presente caso se mantienen en la impunidad, lo que ha causado a las 
víctimas frustración, impotencia y profundo dolor.  Está probado que las víctimas permanecieron en 
completo silencio, sin poder hablar ni denunciar lo ocurrido por casi diez años.  Después de presentada 
la denuncia en diciembre de 1992, el proceso penal se ha caracterizado por el retardo en la investigación 
y por la negligencia del Ministerio Público […]; 

f) se debe considerar que la discriminación a la que han sido sometidas las víctimas ha afectado 
sus posibilidades de acceder a la justicia, lo que ha generado en ellas sentimientos de exclusión y 
desvalorización […], y

g) se debe tomar en cuenta, como consecuencia de los hechos, que las víctimas han visto afectada su salud 
física y psicológica, y requieren de atención y tratamiento […].

88. Con base en lo anterior, la Corte fija en equidad la cantidad de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, para cada una de las víctimas que se 
indican en los literales a y b del presente párrafo, por concepto de daño inmaterial, de conformidad con los 
párrafos 64 y 65 de esta Sentencia. 
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Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005

195. La valoración por parte de la Corte del daño inmaterial en el presente caso toma en cuenta, especialmente, los 
siguientes aspectos del sufrimiento de los miembros de la comunidad:

a) la imposibilidad, a pesar de sus esfuerzos persistentes, de obtener justicia por el ataque a su aldea, 
particularmente a la luz de la importancia que la cultura N’djuka asigna a la sanción adecuada de las 
ofensas inferidas […].  La impunidad continua, favorecida por los esfuerzos del Estado por obstruir 
la justicia (supra párr. 86.33), provoca sentimientos de humillación, ira e impotencia a los miembros 
de la comunidad, y les infunde temor de que los espíritus ofendidos busquen vengarse en ellos […].  
Adicionalmente, debido a la falta de una investigación penal por parte del Estado, los miembros de la 
comunidad tienen miedo de enfrentar hostilidades, una vez más, si regresan a sus tierras tradicionales 
[…];

b) las víctimas no saben qué sucedió con los restos mortales de sus seres queridos y, como resultado, no 
pueden honrarlos ni darles sepultura, según los principios fundamentales de la cultura N’djuka, lo cual 
les causa profunda angustia y desesperación […].  Dado que no se han realizado los diferentes rituales 
mortuorios de acuerdo con la tradición N’djuka, los miembros de la comunidad tienen miedo de contraer 
“enfermedades de origen espiritual”, que en su concepto pueden afectar al linaje natural completo y que, 
de no lograr la reconciliación, persistirán por generaciones […]; y

c) la conexión de los miembros de la comunidad con su territorio ancestral fue interrumpida de forma 
brusca – provocando su dispersión por todo Suriname y la Guyana Francesa.  Dado que la relación de 
una comunidad N’djuka con su tierra tradicional es de vital importancia espiritual, cultural y material, el 
desplazamiento forzado ha lesionado emocional, espiritual, cultural y económicamente a los integrantes 
de aquélla […].

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

202. Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de los miembros de 
la Comunidad Yakye Axa, así como las graves condiciones de vida a las que se han visto sometidos como 
consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus derechos territoriales deben ser valoradas por la 
Corte al momento de fijar el daño inmaterial.

203. De igual forma, la Corte observa que la significación especial que la tierra tiene para los pueblos indígenas en 
general, y para la Comunidad Yakye Axa en particular […], implica que toda denegación al goce o ejercicio de 
los derechos territoriales acarrea el menoscabo de valores muy representativos para los miembros de dichos 
pueblos, quienes corren el peligro de perder o sufrir daños irreparables en su vida e identidad cultural y en el 
patrimonio cultural a transmitirse a las futuras generaciones.  

204. Asimismo, la Corte toma nota que el Estado se allanó parcialmente a la pretensión de los representantes de 
las víctimas respecto de la garantía de desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales 
establecida en el artículo 26 de la Convención Americana, pero con la salvedad de que ello se ve sensiblemente 
afectado por las limitaciones propias del Paraguay en su condición de país de menor desarrollo relativo y por 
las inequidades del comercio internacional.

205. Teniendo en cuenta todo lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión y 
por los representantes, la Corte, conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del daño 
inmaterial, estima pertinente que el Estado deberá crear un programa y un fondo de desarrollo comunitario 
que serán implementados en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad 
con los párrafos 215 a 217 de esta Sentencia.  El programa comunitario consistirá en el suministro de agua 
potable e infraestructura sanitaria.  Además del referido programa, el Estado deberá destinar la cantidad de US 
$950.000,00 (novecientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), para un fondo de desarrollo 
comunitario, el cual consistirá en la implementación de proyectos educacionales, habitacionales, agrícolas y de 
salud en beneficio de los miembros de la Comunidad.  Los elementos específicos de dichos proyectos deberán 
ser determinados por un comité de implementación, que se describe a continuación, y deberán ser completados 
en un plazo de dos años, contados a partir de la entrega de la tierras a los miembros de la Comunidad indígena.

206. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres miembros.  El referido comité deberá contar con un 
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representante designado por las víctimas y otro por el Estado; el tercer miembro de dicho comité será designado 
de común acuerdo entre las víctimas y el Estado.  Si dentro de los seis meses a partir de la notificación de la 
presente Sentencia el Estado y los representantes no hubieren llegado a un acuerdo respecto de la integración 
del comité de implementación, la Corte los convocará a una reunión para decidir sobre este asunto.

Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005

246. En cuanto al daño inmaterial ocasionado a los candidatos, es preciso tomar en consideración que ser propuesto 
como candidato para participar en un proceso electoral reviste una especial importancia y constituye un gran 
honor entre los miembros de las comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica. Quienes asumen una 
candidatura deben demostrar capacidad, honestidad y compromiso con la defensa de las necesidades de las 
comunidades, y adquieren la gran responsabilidad de representar los intereses de éstas.  El testigo John Alex 
Delio Bans expresó que los candidatos se sintieron discriminados, puesto que no pudieron ejercer su derecho 
a ser elegidos.  La testigo Anicia Matamoros de Marly señaló que se “desmorali[zó y sintió] que si toda la vida 
[habían sido] excluidos[, …] de nuevo [l]os estaban excluyendo”; las comunidades “estaba[n] casi culpando a 
los líderes, [porque pensaban] que habían hecho pacto”.  En sentido similar declararon el testigo Eklan James 
Molina y la perito María Dolores Álvarez Arzate. 

247. La Corte pondera esas particularidades al evaluar la insatisfacción que los candidatos sintieron al verse 
indebidamente excluidos de participar en las elecciones y representar a sus comunidades.  Este sentimiento 
se vio acentuado por el hecho de que el Consejo Supremo Electoral no fundamentó las razones por las que 
los candidatos propuestos por YATAMA no podían ser inscritos, lo cual provocó que las comunidades 
no entendieran los motivos que excluían a sus candidatos. Estos se sintieron impotentes para dar una  
explicación a sus comunidades y consideraron que la exclusión obedecía a su condición de miembros de 
comunidades indígenas.  

248. Con base en las anteriores consideraciones, el Tribunal fija, en equidad, la cantidad de US$ 80.000,00 (ochenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nicaragüense, como indemnización 
por concepto de los referidos daños material e inmaterial, la cual deberá ser entregada a la organización 
YATAMA, que deberá distribuirla según corresponda. 

Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006

220. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia constituye, per se, una forma 
de reparación. No obstante, tomando en cuenta las circunstancias del presente caso, las alteraciones de las 
condiciones de existencia de las víctimas y sus consecuencias de orden no material o no pecuniario, la Corte 
estima pertinente que los daños inmateriales deben ser reparados.

221. Este Tribunal nota que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de los miembros de la 
Comunidad Sawhoyamaxa, así como las graves condiciones de vida a las que se han visto sometidos como 
consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus derechos territoriales, deben ser valoradas por la 
Corte al momento de fijar el daño inmaterial.

226. Por otro lado, a la luz de las conclusiones realizadas en el capítulo del presente fallo sobre el artículo 4.1 de 
la Convención, ante la existencia de base suficiente para presumir el sufrimiento padecido por las personas 
fallecidas, en su mayoría niños y niñas, bajo las condiciones descritas anteriormente […], la Corte considera 
procedente, conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del daño inmaterial, que el Estado 
pague la suma compensatoria de US $20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América), o 
su equivalente en moneda nacional, a cada uno de los 17 miembros de la Comunidad que fallecieron como 
consecuencia de los hechos del presente caso […]. Este monto deberá ser distribuido entre los familiares de las 
víctimas conforme a las propias prácticas culturales de la Comunidad Sawhoyamaxa.

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

200. En el capítulo anterior la Corte describió el daño ambiental y la destrucción de las tierras y recursos utilizados 
tradicionalmente por el pueblo Saramaka, así como el impacto que ello tuvo sobre la propiedad de dicho pueblo, 
no sólo en cuanto a los recursos de subsistencia sino también respecto de la conexión espiritual que el pueblo 
Saramaka tiene con su territorio […].  Asimismo, existe prueba que indica el sufrimiento y la angustia que el 
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pueblo Saramaka ha atravesado como resultado de una larga y continua lucha por el reconocimiento legal de 
su derecho al territorio que tradicionalmente han ocupado y utilizado durante siglos […].  Todo ello constituye 
una denigración de sus valores culturales y espirituales. La Corte considera que el daño inmaterial que estas 
alteraciones causaron en el tejido de la sociedad misma del pueblo Saramaka les da el derecho de obtener una 
justa indemnización. 

201. Por estas razones, la Corte ordena, en equidad, que el Estado asigne la suma de US$ 600,000.00 (seiscientos 
mil dólares estadounidenses) a un fondo de desarrollo comunitario creado y establecido a beneficio de los 
miembros del pueblo Saramaka en su territorio tradicional.  Dicho fondo tendrá como objetivo financiar 
proyectos educativos, de vivienda, agrícolas y sanitarios, así como proporcionar electricidad y agua potable, de 
ser necesario, a favor del pueblo Saramaka.  El Estado deberá designar dicha cantidad para el establecimiento 
de este fondo de desarrollo de conformidad con lo establecido en el párrafo 208 de la presente Sentencia.

202. El Estado deberá crear un comité, compuesto por tres miembros, el cual será responsable de designar cómo se 
implementarán los proyectos. El Comité de implementación estará compuesto por un representante designado 
por las víctimas, un representante designado por el Estado y otro representante designado, conjuntamente, 
por las víctimas y el Estado.  El Comité deberá consultar con el pueblo Saramaka antes de que las decisiones 
se tomen e implementen.  Además, los miembros del comité de implementación deberán ser elegidos dentro 
de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.  En caso de que el 
Estado y los representantes no lleguen a un acuerdo respecto de la composición de los miembros del comité de 
implementación dentro del plazo establecido de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, la Corte podrá convocar a una reunión para resolver este asunto.

Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 

323. Tomando en cuenta lo anterior y como lo ha hecho en casos anteriores, la Corte considera procedente ordenar 
en equidad que el Estado cree un fondo de desarrollo comunitario como compensación por el daño inmaterial 
que los miembros de la Comunidad han sufrido. Dicho fondo y los programas que llegue a soportar se deberán 
implementar en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con los párrafos 
283 a 286 y 306 de esta Sentencia. El Estado deberá destinar la cantidad de US $700.000,00 (setecientos mil de 
dólares de los Estados Unidos de América) para tal fondo, respecto del cual se deben destinar recursos, entre 
otras cosas, para la implementación de proyectos educacionales, habitacionales, de seguridad alimentaria y de 
salud, así como de suministro de agua potable y la construcción de infraestructura sanitaria, en beneficio de 
los miembros de la Comunidad. Estos proyectos deberán ser determinados por un comité de implementación, 
que se describe a continuación, y deberán ser completados en un plazo de dos años, a partir de la entrega de las 
tierras a los miembros de la Comunidad.

324. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo y deberá estar conformado en el plazo de 6 meses, a partir de la entrega de las tierras 
a los miembros de la Comunidad, con la integración de tres miembros: un representante designado por la 
Comunidad indígena, otro por el Estado y uno designado de común acuerdo entre las víctimas y el Estado. Si el 
Estado y las víctimas no hubieren llegado a un acuerdo respecto de la integración del comité de implementación 
en el plazo antes señalado, la Corte decidirá.

325. Por otro lado, a la luz de las conclusiones realizadas en el capítulo del presente fallo sobre el artículo 4.1 de la 
Convención, la Corte considera procedente, conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del 
daño inmaterial, que el Estado entregue la suma compensatoria de US$260.000 (doscientos sesenta mil dólares 
de los Estados Unidos de América) a los líderes de la Comunidad Xákmok Kásek. Esta indemnización por daño 
inmaterial a favor de los miembros de la Comunidad que fallecieron […] deberá ser puesta a disposición de 
dichos líderes de la Comunidad, en el plazo de dos años a partir de la notificación de esta Sentencia, para que 
de conformidad con sus costumbres y tradiciones entreguen la cantidad que corresponda a los familiares de las 
personas fallecidas o inviertan el dinero en lo que decida la Comunidad, conforme a sus propios procedimientos 
de decisión. 

Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012.

322. Al declarar las violaciones de los derechos a la propiedad comunal y a la consulta, la Corte tomó en cuenta las 
serias afectaciones sufridas por el Pueblo en atención a su profunda relación social y espiritual con su territorio, 
en particular por la destrucción de parte de la selva y ciertos lugares de alto valor simbólico. 
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323. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos, y en consideración de las 
circunstancias del presente caso, los sufrimientos ocasionados al Pueblo, a su identidad cultural, las afectaciones 
a su territorio, en particular por la presencia de explosivos, así como el cambio ocasionado en las condiciones y 
modo de vida de las mismas y las restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron por las violaciones 
declaradas en esta Sentencia, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de USD$ 1.250.000,00 
(un millón doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para el Pueblo Sarayaku, por 
concepto de indemnización por daño inmaterial. Este monto deberá ser entregado a la Asociación del Pueblo 
Sarayaku (Tayjasaruta), en el plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que 
inviertan el dinero en lo que el Pueblo decida, conforme a sus propios mecanismos e instituciones de toma 
de decisiones, entre otras cosas, para la implementación de proyectos educativos, culturales, de seguridad 
alimentaria, de salud y de desarrollo eco-turístico u otras obras con fines comunitarios o proyectos de interés 
colectivo que el Pueblo considere prioritarios.

Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014

246. La Corte se remite a sus consideraciones respecto de la violación del artículo 21, en relación con 1.1 y 2 de la 
Convención […]. Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de los 
miembros de los referidos pueblos, así como las condiciones de vida a las que se han visto sometidos como 
consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus derechos territoriales deben ser tomadas en cuenta 
por la Corte al momento de fijar el daño inmaterial. De igual forma, la Corte observa que la significación 
especial que la tierra tiene para los pueblos indígenas en general, y para los pueblos Kuna y Emberá en particular, 
implica que toda denegación al goce o ejercicio de los derechos territoriales acarrea el menoscabo de valores 
muy representativos para los miembros de dichos pueblos, quienes corren el peligro de perder o sufrir daños 
irreparables en su vida e identidad cultural y en el patrimonio cultural a transmitirse a las futuras generaciones. 

247. En atención a su jurisprudencia, y en consideración de las circunstancias del presente caso, las violaciones 
cometidas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, por concepto de daño inmaterial, una compensación 
total de USD $250.000,- (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), para las 
Comunidades Emberá de Ipetí y Piriatí, y de USD $1.000.000,- (un millón de dólares de los Estados Unidos 
de América) para el pueblo Kuna de Madungandí, la cual deberá ser entregada a los representantes de las 
respectivas Comunidades indígenas. El pago de la suma indicada debe ser realizado dentro de un plazo máximo 
de un año, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

5.3. Medidas de satisfacción y garantía de no repetición

5.3.1. Cuidado de los restos mortales y entierro según las costumbres de la comunidad

Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002

81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona es una forma de observancia del 
derecho a la dignidad humana. Asimismo, este Tribunal  ha señalado que los restos mortales de una persona 
merecen ser tratados con respeto ante sus deudos, por la significación que tienen para éstos. El respeto a dichos 
restos, observado en todas las culturas, asume una significación muy especial en la cultura maya, etnia mam, a la 
cual pertenecía el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha reconocido la importancia de tener en cuenta 
determinados aspectos de las costumbres de los pueblos indígenas en América para los efectos de la aplicación 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos […]. Como se ha reiterado en la audiencia pública 
sobre reparaciones en este caso, para la cultura maya, etnia mam las honras fúnebres aseguran la posibilidad 
de un reencuentro entre las generaciones de los vivos, la persona fallecida y los antepasados muertos. Así, el 
ciclo entre la vida y la muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo “rendir respeto a Efraín, 
para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los antepasados”, así como para que las nuevas 
generaciones puedan compartir y aprender de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena. 

82.  En razón de todo ello la Corte considera que el Estado debe realizar las exhumaciones, en presencia de los 
familiares, para localizar los restos mortales de Efraín Bámaca Velásquez y entregar a ellos dichos restos. 
Asimismo, este Tribunal considera que Guatemala debe brindar las condiciones necesarias no sólo para 
determinar el paradero de los restos mortales de la víctima, sino además de trasladar dichos restos al lugar de 
elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos.
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5.3.2. Obligación de investigar, juzgar y sancionar a los culpables

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010

213. La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
la capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, 
mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el 
deber de continuar proporcionando los medios para que acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurarle la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración 
de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Rosendo Cantú preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 

Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015

266. La Corte determinó en la presente Sentencia que el Estado había incumplido con su deber de investigar las 
muertes de los señores Oscar Brega, Jesús Álvarez Roche, Jorge Castillo Jiménez y Julio Alberto Morales, así 
como de los hechos de violencia denunciados por la Comunidad Triunfo de la Cruz, en violación a lo dispuesto 
en los artículos 8.1 y 25 de la Convención […].

267. En consecuencia, […] la Corte ordena al Estado el inicio de la investigación relacionada con la muerte del señor 
Jesús Álvarez y de los señores Óscar Brega, Jorge Castillo Jiménez y Julio Alberto Morales, con la finalidad 
de determinar las eventuales responsabilidades penales y, en su caso, aplicar efectivamente las sanciones y 
consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable. Sin perjuicio de lo 
anterior, la Corte recuerda que es jurisprudencia constante de este Tribunal que los hechos no constitutivos 
de graves violaciones a los derechos humanos pueden prescribir de conformidad con lo dispuesto en las 
legislaciones internas de los Estados. No obstante, en el presente caso, la Corte no cuenta con elementos de 
hecho y de derecho suficientemente precisos para poder determinar el plazo de prescripción de una acción 
penal que, en su caso, podría aplicar en el presente caso, ni la convencionalidad de dicha prescripción.

5.3.3. Deber de realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad tomando en cuenta 
las costumbres y el idioma de la comunidad

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004. 

100. Este Tribunal, en su sentencia de fondo emitida el 29 de abril de 2004 […], señaló que el reconocimiento de 
responsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a 
la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana.  Asimismo, la Corte reconoce que, durante 
la audiencia pública celebrada el 24 de abril de 2004, el Estado manifestó “su profundo sentimiento de pesar por 
los hechos vividos y sufridos por la comunidad de Plan de Sánchez, el 18 de julio de 1982, [y] pid[ió] perdón a 
las víctimas, a los sobrevivientes y familiares[,] como una primera muestra de respeto, reparación y garantía de 
no repetición”.  Sin embargo, para que dicha declaración rinda plenos efectos de reparación a las víctimas y sirva 
de garantía de no repetición, la Corte considera que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de su responsabilidad por los hechos ocurridos en este caso, y en desagravio de las víctimas de éste.  El acto 
debe realizarse en la aldea de Plan de Sánchez, donde ocurrió la masacre, con la presencia de altas autoridades 
del Estado y, en particular, con la presencia de los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez y de las otras 
víctimas del presente caso, habitantes de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las 
Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, acto en el cual se debe dar participación 
a los líderes de dichas comunidades afectadas.  El Estado debe disponer los medios necesarios para facilitar la 
presencia de dichas personas en el acto mencionado.  Además, Guatemala debe realizar dicho acto tanto en el 
idioma español como en el idioma maya achí, y difundirlo a través de los medios de comunicación.  Para ello, 
el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.

101. En ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, en relación con las personas que fueron 
ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez, realizada por agentes del Estado el 18 de julio de 1982, la Corte 
considera que el Estado debe honrar públicamente la memoria de las personas ejecutadas, miembros en su 
mayoría del pueblo indígena maya perteneciente a la comunidad lingüística achí, quienes eran habitantes tanto 
de la aldea de Plan de Sánchez como de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, 
Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac.  En ese acto el Estado debe tomar en 
cuenta las tradiciones y costumbres de los miembros de las comunidades afectadas.
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Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005

216. La Corte aprecia la afirmación de Suriname de que “no tiene objeciones a emitir una disculpa pública a toda la 
nación, y a los sobrevivientes y familiares en particular, en relación con los hechos que ocurrieron en la aldea 
de Moiwana”.  En este sentido, como una medida de satisfacción para las víctimas y garantía de no repetición 
de las graves violaciones de derechos humanos que han ocurrido, el Estado deberá reconocer públicamente 
su responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, y emitir una disculpa a los miembros de la 
comunidad.  Este acto deberá llevarse a cabo con la participación del Gaanman, el líder del pueblo N’djuka, 
así como de autoridades estatales de alto nivel y deberá ser difundido a través de los medios de comunicación 
nacionales.  Asimismo, en atención a las circunstancias particulares del presente caso, el acto también debe 
honrar la memoria de Herman Gooding, el oficial de la policía civil que fue víctima de homicidio, debido a su 
valiente desempeño en la investigación de los hechos del 29 de noviembre de 1986.

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

226. Como lo ha dispuesto en otros casos, la Corte considera necesario, con el fin de reparar el daño causado a las 
víctimas, que el Estado realice un acto público de reconocimiento de su responsabilidad, acordado previamente 
con las víctimas y sus representantes, en relación con las violaciones declaradas en esta Sentencia.  Este acto 
deberá realizarse en el asiento actual de la Comunidad Yakye Axa, en una ceremonia pública, con la presencia 
de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad que residen en otras zonas, acto en el 
cual se debe dar participación a los líderes de la Comunidad.  El Estado debe disponer los medios necesarios 
para facilitar la presencia de dichas personas en el acto mencionado.  Además, el Estado debe realizar dicho 
acto tanto en el idioma enxet como en el idioma español o guaraní y difundirlo a través de los medios de 
comunicación. En ese acto el Estado debe tomar en cuenta las tradiciones y costumbres de los miembros 
de la Comunidad. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. En el mismo sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012, párrs. 277 y 278; Caso 
de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2013, párr. 447; Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros 
Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, 
párr. 219.

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 24 de agosto de 2010 Serie C No. 214

297. Como lo ha dispuesto en otros casos, con el fin de reparar el daño causado a las víctimas, la Corte considera 
que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad internacional por las 
violaciones declaradas en esta Sentencia. Dicho acto deberá ser acordado previamente con la Comunidad. 
Asimismo, el acto deberá realizarse en el asiento actual de la Comunidad, en una ceremonia pública, con la 
presencia de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad, incluso de aquéllos que residen 
en otras zonas, para lo cual el Estado deberá disponer los medios necesarios para facilitar el transporte. En el 
mencionado acto deberá darse participación a los líderes de la Comunidad. Igualmente, el Estado debe realizar 
dicho acto tanto en los idiomas propios de la Comunidad como en español y guaraní y difundirlo a través de 
una emisora de amplio espectro en el Chaco. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. 
Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 305.

299. Por otra parte, como ya ha hecho con anterioridad, el Tribunal considera apropiado que el Estado dé publicidad, 
a través de una emisora radial de amplia cobertura en la región del Chaco, al resumen oficial de la Sentencia 
emitido por la Corte. Para tal efecto, el Estado deberá traducir el resumen oficial de la Sentencia a los idiomas 
sanapaná, enxet y guaraní. Las transmisiones radiales deberán efectuarse el primer domingo de mes al menos 
en 4 ocasiones y deberá remitirse una grabación sobre las mismas al Tribunal una vez que sean realizadas. 
Para ello, el Estado cuenta con el plazo de seis meses, a partir de la notificación de la presente Sentencia.  
En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 308.
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Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010 Serie C No. 216

226. La Corte recuerda que el Estado reconoció parcialmente su responsabilidad internacional en la audiencia pública 
celebrada en el presente caso […]. Este Tribunal ha determinado que el reconocimiento de responsabilidad 
efectuado por el Estado constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los 
principios que inspiran la Convención Americana […]. No obstante, como en otros casos, para que surta plenos 
efectos, el Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional, en relación con los hechos del presente caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las 
violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante 
una ceremonia pública, en idiomas español y me’paa, en presencia de altas autoridades nacionales y del estado 
de Guerrero, de las víctimas del presente caso y de autoridades y miembros de la comunidad a la que pertenecen 
las víctimas. El Estado deberá acordar con la señora Rosendo Cantú, y/o sus representantes, la modalidad de 
cumplimiento del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como el 
lugar y la fecha para su realización. En caso que la señora Rosendo Cantú preste su consentimiento, dicho acto 
deberá ser transmitido a través de una emisora radial con alcance en Guerrero. Para la realización del mismo, 
el Estado cuenta con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.

Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015

274. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional en el cual debe hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 
declaradas en la presente Sentencia. La determinación de la fecha, el lugar y las modalidades del acto deben ser 
consultados y acordados previamente con la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz. El acto debe ser realizado 
en una ceremonia pública, con la presencia de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad. 
Adicionalmente, dicho acto debe tomar en cuenta las tradiciones, usos y costumbres de la Comunidad y ser 
realizado tanto en español como en el idioma garífuna. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, a 
partir de la notificación de la presente Sentencia.

5.3.4. Publicación de la sentencia

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004

103. […], la Corte estima que, como medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año, 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, en español y en maya achí, tanto la Sección denominada Hechos Establecidos 
del Capítulo V como los puntos resolutivos Primero a Cuarto de la sentencia de fondo dictada por la Corte 
el 29 de abril de 2004 […], así como el Capítulo VII titulado Hechos Probados, sin las notas al pie, y el punto 
declarativo Primero y los puntos resolutivos Primero a Noveno de esta Sentencia.

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

227. […] la Corte estima que, como medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, tanto la sección denominada Hechos Probados como los puntos resolutivos 
Primero a Décimo Cuarto de esta Sentencia.  Asimismo, el Estado deberá financiar la transmisión radial del 
contenido de los párrafos 50.12 a 50.16, 50.18, 50.22, 50.24, 50.58, 50.59 y 50.92 a 50.100 del capítulo VI de 
Hechos Probados, de los párrafos 135, 154, 155, 161, 162, 169, 172 y 175 de los capítulos IX y X, y de los puntos 
resolutivos Primero a Décimo Cuarto de la presente Sentencia, en idioma enxet y guaraní o español, en una 
radio a la cual tengan acceso los miembros de la Comunidad Yakye Axa. La transmisión radial deberá efectuarse 
al menos por cuatro ocasiones con un intervalo de dos semanas entre cada una.  En el mismo sentido: Caso 
Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005, párr. 253; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 236; Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. 
Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 197.
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Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005

252. […] la Corte dispone que el Estado publique en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, 
al menos una vez, el capítulo VII (Hechos Probados), los párrafos 153, 154, 157 a 160, 162, 164, 173, 175, 176, 
212, 218, 219, 221, 223, 224, 226 y 227, que corresponden a los capítulos IX y X sobre las violaciones declaradas 
por la Corte, y los puntos resolutivos de la presente Sentencia.  En la publicación se deben incluir los títulos 
de los referidos capítulos. El fallo se deberá publicar íntegramente en el sitio web oficial del Estado.  Para estas 
publicaciones se fija plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.  En el mismo sentido: 
Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, párr. 216.

Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008

108. La Corte toma en cuenta lo solicitado por la Comisión, así como el hecho de que los familiares de las víctimas 
pertenecen al pueblo Maya […] y que su lengua propia es el maya k’iche’, por lo que considera necesario que el 
Estado dé publicidad, a través de una emisora radial de amplia cobertura en el Departamento del Quiché, a los 
capítulos los capítulos I, IV y VI y los párrafos 67 a 120 del capítulo VII de la presente Sentencia -sin las notas 
al pie de página correspondientes- y la parte resolutiva de la misma. Lo anterior, deberá efectuarse en español 
y en maya k’iche’, para lo cual se deberá ordenar la traducción al maya k’iche’ de los apartados de la presente 
Sentencia que fueron señalados anteriormente. La transmisión radial deberá efectuarse el día domingo y al 
menos en cuatro ocasiones con un intervalo de cuatro semanas entre cada una. Para ello, el Estado cuenta con 
el plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014

428. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos , que el Estado publique, en un plazo de seis meses, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado 
por la Corte, por una sola vez en el diario oficial; b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado 
por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación nacional, y c) la presente Sentencia en su 
integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial del Estado, tomando en consideración 
las características de la publicación que se ordena realizar. 

429. Asimismo, la Corte considera apropiado, tal como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado dé publicidad, 
a través de una emisora radial de amplia cobertura en las Regiones Octava y Novena, al resumen oficial de la 
Sentencia, en español y en mapudungun. La transmisión radial deberá efectuarse cada primer domingo de mes 
al menos en tres ocasiones. El Estado deberá comunicar previamente a los intervinientes comunes, al menos 
con dos semanas de anticipación, la fecha, horario y emisora en que efectuará tal difusión. El Estado deberá 
cumplir con esta medida en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. En el 
mismo sentido: Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros 
Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, 
párr. 217.

Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015

338. A pesar de lo anterior, en vista de las violaciones declaradas en el presente Fallo, la Corte estima pertinente 
ordenar, como lo ha hecho en otros casos , que el Estado, en el plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, realice las siguientes publicaciones: a) el resumen oficial de la presente 
Sentencia elaborado por la Corte en español, el cual deberá ser traducido a lengua garífuna por parte del 
Estado, y publicado en ambos idiomas por una sola vez, en el Diario Oficial, y en español en un diario de amplia 
circulación nacional de Honduras, y b) la presente Sentencia en su integridad en idioma español, disponible, 
por un periodo de un año, en un sitio web oficial del Estado.  En el mismo sentido: Caso Comunidad Garífuna 
Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre 
de 2015, párr. 271. 

339. Asimismo, la Corte considera apropiado, tal como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado dé publicidad, 
a través de una emisora radial de amplia cobertura en la Comunidad de Punta Piedra, al resumen oficial de 
la Sentencia, en español y en garífuna. La transmisión radial deberá efectuarse cada primer domingo del mes 
al menos durante tres meses. El Estado deberá comunicar previamente a los representantes, al menos con dos 
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semanas de anticipación, la fecha, horario y emisora en que efectuará tal difusión. El Estado deberá cumplir con 
esta medida en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. En el mismo sentido: 
Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 272.

Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

312. En vista de las violaciones declaradas en el presente Fallo, la Corte estima pertinente ordenar, como lo ha 
hecho en otros casos , que el Estado, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, realice las siguientes publicaciones: a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la 
Corte en inglés, el cual deberá ser traducido al holandés y al surinamés por parte del Estado  y publicado en 
los respectivos idiomas por una sola vez, en el Diario Oficial y en un diario de amplia circulación nacional en 
Surinam, y b) la presente Sentencia en su integridad en idioma inglés, así como el resumen oficial de la misma 
traducido al holandés, disponibles por un periodo de un año, en un sitio web oficial del Estado.

313. Asimismo, la Corte considera apropiado, tal como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado dé publicidad, 
a través de una o más emisoras radiales de amplia cobertura en los Pueblos Kaliña y Lokono, al comunicado de 
prensa oficial de la Sentencia, en holandés y/o en surinamés. La transmisión radial deberá efectuarse cada primer 
domingo del mes al menos en cuatro ocasiones. El Estado deberá comunicar previamente a los representantes, 
al menos con dos semanas de anticipación, la fecha, horario y emisora en que efectuará tal difusión. El Estado 
deberá cumplir con esta medida en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia.

5.3.5. Traducción de la sentencia y la Convención Americana sobre Derechos Humanos al idioma de 
la comunidad

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004

102. La Corte estima que el Estado debe traducir al idioma maya achí la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en el caso de que no se hubiere hecho, la sentencia de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 
2004, así como la presente Sentencia. Asimismo, Guatemala debe disponer de los recursos necesarios para 
facilitar la divulgación de dichos textos en el Municipio de Rabinal y hacer entrega de los mismos a las víctimas 
del presente caso.  Para tal efecto, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia.

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

196. Asimismo, como una medida de satisfacción, el Estado debe realizar lo siguiente:

a) traducir al holandés y publicar el Capítulo VII de la presente Sentencia, sin las correspondientes notas al 
pie, así como los puntos resolutivos del número uno al quince, en el Boletín Oficial del Estado y en otro 
diario masivo de circulación nacional, y 

b)  financiar dos transmisiones radiales en lengua Saramaka de los contenidos de los párrafos 2, 4, 5, 17, 
77, 80-86, 88, 90, 91, 115, 116, 121, 122, 127-129, 146, 150, 154, 156, 172 y 178, sin las correspondientes 
notas al pie, y de los puntos resolutivos números uno al quince de la presente Sentencia, en una estación 
de radio que sea accesible al pueblo Saramaka.  Se deberá informar la hora y fecha de dicha transmisión 
a las víctimas o a sus representantes con suficiente anticipación. 

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 

274. La Corte valora y acepta el ofrecimiento hecho por el Estado. De este modo, tal y como se ha ordenado en otras 
oportunidades, el Estado deberá publicar en idiomas español y maya achí, por una sola vez, en el Diario Oficial 
y en otro diario de circulación nacional, el resumen oficial de la presente Sentencia. Adicionalmente, como ha 
sido ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, el presente Fallo se deberá publicar íntegramente, en 
ambos idiomas, durante al menos un año, en un sitio web oficial del Estado. La traducción que se realice de la 
Sentencia deberá contar con el aval de los representantes antes de ser publicada. Para realizar las publicaciones 
en los periódicos y en Internet se fijan los plazos de tres y seis meses, respectivamente, contados a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 
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5.3.6. Implementación de recursos para recuperación de la memoria colectiva y mantención de  
la cultura 

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004

104. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, la Corte fija en equidad 
la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en 
moneda nacional del Estado, para el mantenimiento y mejoras en la infraestructura de la capilla en la cual las 
víctimas rinden tributo a las personas que fueron ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez.  Dicha cantidad 
debe ser entregada dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, a 
los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez o a los representantes a quienes ellos elijan, para que se 
encarguen de su administración.   Ello contribuirá a despertar la conciencia pública, para evitar la repetición de 
hechos como los ocurridos en el presente caso, y para conservar viva la memoria de las personas fallecidas.

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 

285. En esta Sentencia […], la Corte estableció que las condiciones de vida en la colonia de Pacux han generado 
un perjuicio a la integridad cultural de la comunidad de Río Negro, impactando lesivamente la cosmovisión y 
cultura maya Achí, así como las posibilidades de sus habitantes de ejercer sus actividades laborales y prácticas 
espirituales tradicionales. En consecuencia, la Corte le ordena al Estado diseñar e implementar, dentro de un 
año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, un programa para el rescate de la cultura maya achí. 
Para tal efecto, en el plazo de tres meses, el Estado, en consulta con las víctimas y sus representantes, deberá 
diseñar un cronograma con metas de corto y mediano alcance para dar total cumplimiento a esta medida 
dentro del plazo establecido para ello. Dicho programa estará dirigido a rescatar, promocionar, divulgar y 
conservar los usos y costumbres ancestrales, basado en los valores, principios y filosofías del pueblo maya achí 
y, particularmente, de la comunidad de Río Negro. Dicho programa deberá generar un espacio para promover 
las expresiones artísticas, lingüísticas y culturales de la comunidad. El diseño y ejecución de este programa 
deberá contar con la participación activa de los miembros de la comunidad de Río Negro y sus representantes. 
El Estado deberá proveer razonablemente los medios logísticos y presupuestarios a través mecanismos legales, 
administrativos o de otra índole para asegurar la viabilidad y permanencia del programa. 

5.3.7. Realización de tratamiento médico y psicológico para las víctimas

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010 

260. En el presente caso, la Corte considera que la violación sexual de la señora Rosendo Cantú ha evidenciado la 
necesidad de fortalecer la atención y los centros de salud para el tratamiento de mujeres que hayan sufrido 
violencia. No obstante lo anterior, observa que existe un centro de salud en Caxitepec y los representantes 
no han provisto al Tribunal de información suficiente para que pueda considerar la necesidad de disponer 
la creación de un nuevo centro de salud. Los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual 
pueden ser garantizados por el centro existente, el cual deberá ser fortalecido a través de la provisión de los 
recursos materiales y personales, incluyendo la disposición de traductores al idioma me’paa, así como mediante 
la utilización de un protocolo de actuación adecuado, lo anterior en el marco de la implementación de programas 
sobre atención a víctimas de violencia y a los esfuerzos en inversión para mejora de los servicios que el Estado 
indicó que ha venido realizando.

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 

289. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone que el Estado brinde 
gratuitamente y de forma inmediata, a las víctimas que lo deseen y previo consentimiento informado, tratamiento 
médico y psicológico por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita de medicamentos. 
El tratamiento médico y psicológico debe brindarse por personal e instituciones estatales. En atención al 
fundamento de lo solicitado por los representantes, dicha atención médica y psicológica podrá llevarse a cabo 
a través de los sanadores de la comunidad maya Achí, de acuerdo a sus propias prácticas de salud y mediante 
el uso de medicinas tradicionales, para lo cual el Estado deberá acordar con los representantes la forma en que 
esta reparación se llevará a cabo. 
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Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014

426. En el caso de que el Estado careciera de personal o de las instituciones que puedan proveer el nivel requerido 
de atención, deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Asimismo, los 
tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares 
de residencia  en Chile por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento se debe considerar, además, 
las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, también sus costumbres y tradiciones, según 
lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual. Para tal efecto, las víctimas 
disponen del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para informar al 
Estado si desean recibir dicha atención médica, psicológica o psiquiátrica. 

5.3.8. Implementación de programas de desarrollo sobre salud, educación, producción e infraestructura 

Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004

110. Dado el daño ocasionado tanto a los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez como a los miembros 
de las comunidades de Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las 
Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, por los hechos del presente caso, este Tribunal dispone que el 
Estado debe desarrollar en dichas comunidades, independientemente de las obras públicas del presupuesto 
nacional que se destinen para esa región o municipio, los siguientes programas: a) estudio y difusión de la 
cultura maya achí en las comunidades afectadas a través de la Academia de Lenguas Mayas de Guatemala u 
otra organización similar; b) mantenimiento y mejoras en el sistema de comunicación vial entre las indicadas 
comunidades y la cabecera municipal de Rabinal; c) sistema de alcantarillado y suministro de agua potable; 
d) dotación de personal docente capacitado en enseñanza intercultural y bilingüe en la educación primaria, 
secundaria y diversificada de dichas comunidades, y e) establecimiento de un centro salud en la aldea de Plan 
de Sánchez con el personal y las condiciones adecuadas, así como la formación del personal del Centro de Salud 
Municipal de Rabinal para que puedan brindar atención médica y psicológica, a las personas que se hayan visto 
afectadas y que requieran de este tipo de tratamiento.

Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005

214. En ese sentido, esta Corte estima que Suriname deberá crear un fondo de desarrollo por el monto US 
$1,200,000.00 (un millón doscientos mil dólares de los Estados Unidos de América), que será destinado a 
programas de salud, vivienda y educación de los miembros de la comunidad.  Los elementos específicos de 
dichos programas deberán ser determinados por un comité de implementación, que se describe a continuación, 
y deberán ser completados en un plazo de cinco años, a contar de la notificación de la presente Sentencia.

215. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres miembros.  El referido comité deberá contar con un 
representante designado por las víctimas y otro por el Estado; el tercer miembro de dicho comité será designado 
de común acuerdo entre los representantes de las víctimas y el Estado.  Si dentro de los seis meses a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, el Estado y los representantes no hubieren llegado a un acuerdo respecto 
de la integración del comité de implementación, la Corte los convocará a una reunión para decidir sobre este 
asunto.

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

221. […], el Tribunal dispone que, mientras la Comunidad se encuentre sin tierras, dado su especial estado de 
vulnerabilidad y su imposibilidad de acceder a sus mecanismos tradicionales de subsistencia, el Estado deberá 
suministrar, de manera inmediata y periódica, agua potable suficiente para el consumo y aseo personal de 
los miembros de la Comunidad; brindar atención médica periódica y medicinas adecuadas para conservar 
la salud de todas las personas, especialmente los niños, niñas, ancianos y mujeres embarazadas, incluyendo 
medicinas y tratamiento adecuado para la desparasitación de todos los miembros de la Comunidad; entregar 
alimentos en cantidad, variedad y calidad suficientes para que los miembros de la Comunidad tengan las 
condiciones mínimas de una vida digna; facilitar letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado a fin 
de que se maneje efectiva y salubremente los desechos biológicos de la Comunidad; y dotar a la escuela ubicada 
en el asentamiento actual de la Comunidad, con materiales bilingües suficientes para la debida educación de  
sus alumnos.
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Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006

224. La Corte, […], considera procedente, en equidad, ordenar al Estado la creación de un fondo de desarrollo 
comunitario en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con el párrafo 
207 de esta Sentencia. El Estado deberá destinar la cantidad de US $1.000.000,00 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América), para tal fondo, el cual consistirá en la implementación de proyectos educacionales, 
habitacionales, agrícolas y de salud, así como de suministro de agua potable y la construcción de infraestructura 
sanitaria, en beneficio de los miembros de la Comunidad. Estos proyectos deberán ser determinados por un 
comité de implementación, que se describe a continuación, y deberán ser completados en un plazo de dos años, 
contados a partir de la entrega de las tierras a los miembros de la Comunidad indígena.

225. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres miembros: un representante designado por las víctimas, 
otro por el Estado, y uno designado de común acuerdo entre las víctimas y el Estado. Si dentro de los seis meses 
a partir de la notificación de la presente Sentencia el Estado y los representantes no hubieren llegado a un 
acuerdo respecto de la integración del comité de implementación, la Corte los convocará a una reunión para 
tratar este asunto.

230. Tomando en cuenta lo anterior y a la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 4 de la Convención 
Americana […], la Corte dispone que mientras los miembros de la Comunidad se encuentren sin tierras, el 
Estado deberá adoptar de manera inmediata, regular y permanente, las siguientes medidas: a) suministro de 
agua potable suficiente para el consumo y aseo personal de los miembros de la Comunidad; b) revisión y 
atención médica de todas los miembros de la Comunidad, especialmente los niños, niñas, ancianos y mujeres, 
acompañado de la realización periódica de campañas de vacunación y desparasitación, que respeten sus usos 
y costumbres; c) entrega de alimentos en calidad y cantidad suficientes; d) creación de letrinas o cualquier tipo 
de servicio sanitario adecuado en los asentamientos de la Comunidad, y e) dotar a la escuela del asentamiento 
“Santa Elisa” de los materiales y recursos humanos necesarios, y crear una escuela temporal con los materiales 
y recursos humanos necesarios para los niños y niñas del asentamiento “Km. 16”. En la medida de lo posible la 
educación impartida considerará la cultura de la Comunidad y del Paraguay y será bilingüe, en idioma exent y, 
a elección de los miembros de la Comunidad, español o guaraní.

Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 

301. De conformidad con las conclusiones expuestas en el Capítulo VII relativo al artículo 4 de la Convención 
Americana, la Corte dispone que mientras se entrega el territorio tradicional, o en su caso las tierras 
alternativas, a los miembros de la Comunidad, el Estado deberá adoptar de manera inmediata, periódica y 
permanente, las siguientes medidas: a) suministro de agua potable suficiente para el consumo y aseo personal 
de los miembros de la Comunidad; b) revisión y atención médica y psicosocial de todos los miembros de la 
Comunidad, especialmente los niños, niñas y ancianos, acompañada de la realización periódica de campañas 
de vacunación y desparasitación que respeten sus usos y costumbres; c) atención médica especial a las mujeres 
que se encuentren embarazadas, tanto antes del parto como durante los primeros meses después de éste, así 
como al recién nacido; d) entrega de alimentos en calidad y cantidad suficientes para asegurar una alimentación 
adecuada; e) instalación de letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado en el asentamiento de la 
Comunidad, y f) dotar a la escuela de los materiales y recursos humanos necesarios para garantizar el acceso 
a la educación básica para los niños y niñas de la Comunidad, prestando especial atención a que la educación 
impartida respete sus tradiciones culturales y garantice la protección de su lengua propia. Para tales efectos, el 
Estado deberá realizar las consultas que sean necesarias a los miembros de la Comunidad.

302. La obligación señalada en el párrafo anterior es de cumplimiento inmediato. 

303. Sin perjuicio de lo indicado, a efectos de que la prestación de bienes y servicios básicos sea adecuada y periódica, 
el Estado deberá elaborar un estudio, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de esta Sentencia, en 
el que establezca:

a)  respecto a la entrega de agua potable: 1) la periodicidad en la que las entregas deban realizarse; 2) el 
método que deba emplearse para realizar las entregas y asegurar la preservación sanitaria del agua, y 3) 
la cantidad a entregarse por persona y/o por familia;

b) respecto a la atención médica y psicosocial, así como la entrega de medicinas: 1) la periodicidad en la 
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que se requiere que personal médico visite la Comunidad; 2) las principales dolencias y enfermedades 
que los miembros de la Comunidad padecen; 3) las medicinas y el tratamiento necesario para tales 
enfermedades; 4) la atención pre y posnatal necesaria, y 5) la forma y periodicidad en que se deben llevar 
a cabo los procesos de vacunación y desparacitación;

c)  respecto a la entrega de alimentos: 1) los tipos de alimentos a entregar a los miembros de la Comunidad 
para garantizar una alimentación nutricionalmente adecuada; 2) la periodicidad en la que las entregas 
deban realizarse; 3) la cantidad de alimentos a entregar por persona y/o por familia; 

d) respecto al manejo efectivo y salubre de los desechos biológicos: el tipo y cantidad de servicio sanitario a 
entregar, y

e)  respecto a la dotación de materiales y recursos humanos a la escuela de la Comunidad: 1) los recursos 
físicos y humanos que la escuela necesita para garantizar una educación bilingüe adecuada; 2) los 
materiales que cada alumno necesita para educarse adecuadamente, y 3) los insumos que los profesores 
de la escuela requieren para impartir sus clases.

304. Para la elaboración del estudio mencionado en el párrafo anterior, los especialistas encargados del mismo 
deberán tener los conocimientos técnicos específicos requeridos para cada tarea. Además, tales especialistas 
deberán contar siempre con el punto de vista de los miembros de la Comunidad, expresado conforme a sus 
propias formas de toma de decisiones. Dicho estudio podrá ser realizado por la Comisión Interinstitucional 
(CICSI).

305. Una vez que el Estado remita al Tribunal el estudio, el mismo será transmitido a la Comisión y a los representantes, 
a efectos de que remitan las observaciones que estimen pertinentes. La Corte, teniendo en cuenta el parecer de 
las partes, podrá disponer que el Estado requiera a los especialistas que completen o amplíen el estudio. A partir 
de entonces el Estado deberá adecuar la entrega de bienes y servicios básicos a los miembros de la Comunidad, 
ordenada en el párrafo 301, a las conclusiones que los especialistas hayan arribado en su informe.

306. Finalmente, dadas las dificultades que los miembros de la Comunidad tienen para acceder a los centros de 
salud […], el Estado deberá establecer en el lugar donde se asienta la Comunidad temporalmente, es decir, en 
“25 de Febrero”, un puesto de salud permanente, con las medicinas e insumos necesarios para una atención en 
salud adecuada. Para ello cuenta con un plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
Asimismo, deberá establecer inmediatamente en tal asentamiento un sistema de comunicación que permita 
a las víctimas contactarse con las autoridades de salud competentes, para la atención de casos de emergencia. 
De ser necesario, el Estado proveerá el transporte para las personas que así lo requieran. Posteriormente, el 
Estado deberá asegurarse que el puesto de salud y el sistema de comunicación se trasladen al lugar donde la 
Comunidad se asiente definitivamente.

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 

284. La Corte toma nota de la disposición del Estado de impulsar diversas gestiones dirigidas a mejorar las 
condiciones de vida de los miembros de la comunidad de Río Negro que residen en la colonia Pacux […]. En 
vista de las condiciones precarias en las que se encuentran las víctimas del presente caso que fueron desplazadas 
y posteriormente reasentadas por el Estado en la colonia de Pacux […], la Corte dispone que Guatemala deberá 
implementar en dicho lugar, previa consulta con las víctimas o sus representantes, e independientemente de 
las demás obras públicas que estén previstas en el presupuesto nacional para la colonia Pacux o para la región 
en que se encuentra, las siguientes medidas: a) el fortalecimiento del centro de salud de Pacux mediante la 
dotación de recursos humanos permanentes y calificados en materia de atención a la salud física, psicológica 
y odontológica, medicamentos y ambulancias equipadas; b) el diseño e implementación de programas de 
seguridad alimenticia y nutricional; c) la mejora de calles y avenidas dentro de la Colonia; d) la implementación 
de un sistema de alcantarillado, tratamiento de aguas negras o residuales y abastecimiento de agua potable, y 
e) la reconstrucción o mejora de las escuelas de nivel primario en la Colonia de Pacux y el establecimiento de 
un programa de educación a nivel secundario bilingüe en español y en maya achí. El Estado debe implementar 
dichos programas referidos dentro de un plazo de cinco años, contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia. Finalmente, en el plazo de un año, a partir de la notificación de este Fallo, el Estado deberá garantizar 
la provisión de energía eléctrica a los habitantes de la colonia Pacux a precios asequibles.
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Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015

332. En vista de que el Estado fue encontrado responsable por la violación de los artículos 21 y 25 de la Convención, 
así como con motivo de que la variedad de las medidas de reparación solicitadas por los representantes 
pretenden en su conjunto el desarrollo y mejoramiento de la productividad del territorio de la Comunidad 
[…], como lo ha hecho en casos anteriores , la Corte estima apropiado analizar dichas medidas a la luz de la 
creación de un fondo de desarrollo comunitario como compensación por el daño material e inmaterial que los 
miembros de la Comunidad han sufrido. En este sentido, dicho fondo es adicional a cualquier otro beneficio 
presente o futuro que le corresponda a la Comunidad de Punta Piedra con motivo de los deberes generales de 
desarrollo del Estado. 

333. En atención a las medidas de reparación solicitadas por la Comisión y los representantes, la desposesión de 
su territorio, los daños ocasionados al mismo y que los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación 
y protección de su medio ambiente y de la capacidad productiva de sus territorios y recursos naturales , la 
Corte ordena que el fondo sea destinado con los objetivos de: i) desarrollar proyectos orientados a aumentar 
la productividad agrícola o de otra índole en la Comunidad; ii) mejorar la infraestructura de la Comunidad de 
acuerdo con sus necesidades presentes y futuras; iii) restaurar las áreas deforestadas, y iv) otros que consideren 
pertinentes para el beneficio de la Comunidad de Punta Piedra. 

334. El Estado deberá adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos 
necesarios para la implementación de este fondo, para lo cual, en el plazo de tres meses a partir de la notificación 
de la Sentencia, deberá nombrar una autoridad con competencia en la materia, a cargo de la administración del 
fondo. Por su parte, la Comunidad de Punta Piedra deberá elegir una representación para la interlocución con 
el Estado, a fin de que la implementación del fondo se realice conforme lo disponga la Comunidad. 

335. Para dicho fondo, el Estado deberá destinar la cantidad de US$ 1,500,000.00 (un millón quinientos mil dólares de 
los Estados Unidos de América), la cual será invertida para el beneficio del territorio titulado de la Comunidad 
de Punta Piedra en el periodo no mayor a tres años a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

336. Finalmente, la Corte establece que las partes deberán remitir al Tribunal un informe anual durante el periodo 
de ejecución, en el cual se detallen los proyectos en los cuales se invertirá el monto destinado al Fondo.

Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015

296. […], la Corte nota que, en vista de: i) la desposesión de su territorio; ii) los daños ocasionados al mismo y iii) 
que los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección de su medio ambiente y de la capacidad 
productiva de sus territorios y recursos naturales ; el Fondo deberá ser destinado, conforme se acuerde con la 
Comunidad Triunfo de la Cruz, a: i) desarrollar proyectos orientados a aumentar la productividad agrícola o de 
otra índole en la Comunidad; ii) mejorar la infraestructura de la Comunidad de acuerdo con sus necesidades 
presentes y futuras; iii) restaurar las áreas deforestadas, y iv) otros que consideren pertinentes en beneficio de la 
Comunidad Triunfo de la Cruz.

297. El Estado deberá adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos 
necesarias para la implementación de este Fondo, para lo cual, en el plazo de tres meses de notificada la presente 
Sentencia, deberá nombrar una autoridad con competencia en la materia, a cargo de su administración. Por 
su parte, la Comunidad Triunfo de la Cruz deberá nombrar una representación para la interlocución con el 
Estado, a fin de que en la implementación del Fondo se realice conforme lo disponga la Comunidad. 

298. Para dicho Fondo, el Estado deberá destinar la cantidad de US$ 1.500.000 (un millón quinientos mil dólares 
de los Estados Unidos de América), la cual deberá ser invertida para el beneficio del territorio titulado de la 
Comunidad Triunfo de la Cruz en un período no mayor a tres años a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.

299. Finalmente, las partes deberán remitir a la Corte un informe anual durante el período de ejecución en el cual se 
detallen los proyectos en los que se invertirá el monto destinado al Fondo.
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Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

295. En vista de que el Estado fue encontrado internacionalmente responsable por la violación de los artículos 1.1, 2, 
3, 21, 23 y 25 de la Convención, lo cual acarreó el menoscabo de valores muy representativos para los miembros 
de los Pueblos Kaliña y Lokono, mismos que impactan en su identidad cultural y en el patrimonio cultural 
a transmitirse a las futuras generaciones, la Corte estima apropiado, como lo ha hecho en casos anteriores, 
establecer la creación de un fondo de desarrollo comunitario como compensación por el daño material 
e inmaterial que los miembros de dichos pueblos han sufrido. En este sentido, dicho fondo es adicional a 
cualquier otro beneficio presente o futuro que corresponda a los Pueblos Kaliña y Lokono con motivo de los 
deberes generales de desarrollo del Estado. 

296. Tomando en consideración que los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección de su 
medio ambiente y de la capacidad productiva de sus territorios y recursos naturales , así como lo indicado 
por los representantes sobre los proyectos de inversión solicitados, la Corte estima que el fondo de desarrollo 
comunitario deberá ser destinado a desarrollar proyectos de salud, educación, seguridad alimentaria, gestión 
de recursos y otros que los Pueblos Kaliña y Lokono consideren pertinentes para su desarrollo. 

297. El Estado deberá adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos 
necesarias para la constitución e implementación de este fondo, para lo cual, en el plazo de tres meses a partir de 
la notificación de la presente Sentencia, deberá nombrar a una autoridad con competencia en la materia, a cargo 
de la administración del mismo. Por su parte, los Pueblos Kaliña y Lokono deberán elegir una representación 
para la interlocución con el Estado, a fin de que la implementación del fondo se realice conforme lo dispongan 
dichos pueblos. 

298. Para dicho fondo, el Estado deberá destinar la cantidad de US$ 1,000,000.00 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América), la cual será invertida e implementada de acuerdo con los objetivos propuestos, en 
el periodo no mayor a tres años a partir de la notificación de la presente Sentencia.

299. Finalmente, la Corte establece que las partes deberán remitir al Tribunal un informe anual durante el periodo 
de ejecución, en el cual se detallen los proyectos en los cuales se invertirá el monto destinado al Fondo.

5.3.9. Otorgamiento de becas para los hijos de las víctimas

Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014

432. La Corte ha constatado que el procesamiento, sometimiento a prisión preventiva arbitraria y condena penal 
de las víctimas basada en la aplicación de una ley contraria a la Convención […] tuvo como efecto que éstas 
no pudieran participar de la manutención y cuidado de sus familias en la forma como lo hacían previo a los 
hechos del presente caso, lo cual repercutió en la situación económica de su grupo familiar y, por ende, en la 
posibilidad de que sus hijos pudieran acceder o completar sus estudios . En atención a lo anterior, y teniendo 
en consideración lo solicitado por los representantes, como lo ha dispuesto en otros casos, este Tribunal estima 
oportuno ordenar, como medida de satisfacción en el presente caso, que el Estado otorgue becas en instituciones 
públicas chilenas, en beneficio de los hijos de las ocho víctimas de este caso, que cubran todos los costos de su 
educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios. El cumplimiento 
de esta obligación por parte del Estado implica que los beneficiarios lleven a cabo ciertas acciones tendientes al 
ejercicio de su derecho a esta medida de reparación. Por lo tanto, quienes soliciten esta medida de reparación, o 
sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, para que den a conocer al Estado sus solicitudes de becas. 

5.3.10. Aseguramiento del derecho de propiedad sobre los territorios tradicionales, devolución de las 
tierras y uso efectivo 

Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005

209. A la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 21 de la Convención Americana […], la Corte 
dispone que el Estado debe adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
necesarias para asegurar a los miembros de la comunidad su derecho de propiedad sobre los territorios 
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tradicionales de los que fueron expulsados y asegurar, por lo tanto, el uso y goce de estos territorios.  Estas 
medidas deberán incluir la creación de un mecanismo efectivo para delimitar, demarcar y titular dichos 
territorios tradicionales.

210. El Estado deberá tomar estas medidas con la participación y el consentimiento informado de las víctimas, 
expresado a través de sus representantes, y de los miembros de las demás aldeas Cottica N’djuka y las 
comunidades indígenas vecinas, incluyendo la comunidad de Alfonsdorp.

211. Hasta que el derecho de propiedad de los miembros de la comunidad sobre sus territorios tradicionales sea 
asegurado, el Estado deberá abstenerse de realizar acciones – ya sea por parte de agentes estatales o de terceros 
que actúen con la aquiescencia o tolerancia del Estado – que afecten la existencia, valor, uso o goce de la 
propiedad ubicada en el área geográfica donde vivieron tradicionalmente los miembros de la comunidad hasta 
los hechos del 29 de noviembre de 1986.

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

211. Las violaciones a los derechos humanos ocasionadas a los miembros de la Comunidad Yakye Axa declaradas 
en la presente Sentencia tienen como base común primordialmente la falta de materialización de los derechos 
territoriales ancestrales de los miembros de la Comunidad, cuya existencia no ha sido discutida por el Estado.  
Además, el Estado ha manifestado a lo largo del presente trámite ante la Corte su disposición de entregar tierras 
a los miembros de la Comunidad.  Así, en su escrito de contestación a la demanda señaló que

 [t]eniendo en cuenta el interés general que persigue la cuestión de fondo, aun no compartiendo 
los fundamentos de la demanda, el Estado de Paraguay se allana al pedido de reparación y en 
consecuencia, dispondrá por medio de las autoridades competentes la restitución de las tierras 
de la [C]omunidad peticionaria, dentro del territorio ancestral de la [C]omunidad, en la cantidad 
autorizada por la legislación vigente, es decir, 100 hectáreas por familia, para lo cual comprometerá 
recursos financieros que ya se han solicitado al Congreso de la Nación […].

 El inmueble a ser entregado a la [C]omunidad será adquirido por el Estado en la forma y condiciones 
que le permita la legislación vigente, sin afectar derechos de terceros igualmente protegidos por 
esta, y la Convención Americana, por lo que no compromete ningún tipo de confiscación ni 
expropiación ilegítima […].

216. Para ello, es necesario considerar que las víctimas del presente caso poseen hasta hoy conciencia de una historia 
exclusiva común; son la expresión sedentarizada de una de las bandas del pueblo indígena de los Chanawatsan, 
de la familia lingüística de los Lengua-Maskoy, que tenían un modo de ocupación tradicional de cazadores-
recolectores […].  La posesión de su territorio tradicional está marcada de forma indeleble en su memoria 
histórica y la relación que mantienen con la tierra es de una calidad tal que su desvinculación de la misma 
implica riesgo cierto de una pérdida étnica y cultural irreparable, con la consecuente vacante para la diversidad 
que tal hecho acarrearía.  Dentro del proceso de sedentarización, la Comunidad Yakye Axa adoptó una identidad 
propia relacionada con un espacio geográfico determinado física y culturalmente, que corresponde a una parte 
específica de lo que fue el vasto territorio Chanawatsan.

217. Por lo expuesto, el Estado deberá identificar ese territorio tradicional y entregarlo de manera gratuita a la 
Comunidad Yakye Axa, en un plazo máximo de tres años contados a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.  En caso de que el territorio tradicional se encuentre en manos privadas, el Estado deberá valorar la 
legalidad, necesidad y proporcionalidad de la expropiación o no de esas tierras con el fin de lograr un objetivo 
legítimo en una sociedad democrática, conforme a lo expuesto en los párrafos 144 a 154 de esta Sentencia.  
Para ello, deberá tomar en cuenta las particularidades propias de la Comunidad indígena Yakye Axa, así 
como sus valores, usos, costumbres y derecho consuetudinario. Si por motivos objetivos y fundamentados, la 
reivindicación del territorio ancestral de los miembros de la Comunidad Yakye Axa no fuera posible, el Estado 
deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas de modo consensuado con la Comunidad, conforme a 
sus propias formas de consulta y decisión, valores, usos y costumbres.  En uno u otro caso, la extensión de las 
tierras deberá ser la suficiente para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la 
Comunidad. 

218. A efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior, el Estado, de ser necesario, deberá crear un 
fondo destinado exclusivamente a la adquisición de las tierras a entregarse a la Comunidad Yakye Axa, en un 
plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, fondo que será destinado 
bien sea para la compra de la tierra a propietarios particulares o para el pago de una justa indemnización a los 
perjudicados en caso de expropiación, según corresponda.
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Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006

210. A la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 21 de la Convención Americana […], la Corte 
considera que la devolución de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa es 
la medida de reparación que más se acerca a la restitutio in integrum, por lo que dispone que el Estado debe 
adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole necesarias para asegurar a 
los miembros de la Comunidad el derecho de propiedad sobre sus tierras tradicionales y, por lo tanto, su uso y 
goce. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010 , párr. 281.

211. Según ha sido probado, las tierras reclamadas en el fuero interno por los miembros de la Comunidad forman 
parte de su hábitat tradicional […] y son adecuadas para su final asentamiento […]. Sin embargo, la restitución 
de estas tierras a la Comunidad se ve impedida, ya que están en la actualidad bajo el dominio privado.

212. En tal sentido, conforme a la jurisprudencia del Tribunal, el Estado deberá valorar la posibilidad de compra 
o la legalidad, necesidad y proporcionalidad de la expropiación de esas tierras con el fin de lograr un objetivo 
legítimo en una sociedad democrática, conforme a lo reiterado en los párrafos 135 a 141 de esta Sentencia y los 
párrafos 143 a 151 de la sentencia emitida por el Tribunal en el Caso Comunidad indígena Yakye Axa. Si por 
motivos objetivos y fundamentados, la devolución de las tierras ancestrales a los miembros de la Comunidad 
Sawhoyamaxa no fuera posible, el Estado deberá entregarles tierras alternativas, electas de modo consensuado 
con la comunidad indígena en cuestión, conforme a sus propias formas de consulta y decisión, valores, usos y 
costumbres. En uno u otro caso, la extensión y calidad de las tierras deberán ser las suficientes para garantizar 
el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la Comunidad. 

214. Al respecto, debe tenerse en cuenta que, de conformidad con los párrafos 135 a 141 de esta Sentencia, el hecho 
de que las tierras tradicionales de la Comunidad se encuentre en manos privadas, o el hecho de que tales 
tierras estén racionalmente explotadas, no son per ser motivos “objetivos y fundamentados” que impidan  
su devolución.

215. El Estado cuenta con un plazo de tres años, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para 
entregar las tierras física y formalmente a las víctimas, sea que se adquieran por medio de compra, expropiación 
o elección de tierras alternativas. Para ello, deberá asegurar todos los fondos necesarios.

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:

a) delimitar, demarcar y otorgar título colectivo del territorio de los miembros del pueblo Saramaka, de 
conformidad con su derecho consuetudinario, y a través de consultas previas, efectivas y plenamente 
informadas con el pueblo Saramaka, sin perjuicio de otras comunidades indígenas y tribales. Hasta 
tanto no se lleve a cabo dicha delimitación, demarcación u otorgamiento de título colectivo respecto 
del territorio Saramaka, Surinam debe abstenerse de realizar actos que podrían dar lugar a que agentes 
del propio Estado o terceros, actuando con consentimiento o tolerancia del Estado, puedan afectar la 
existencia, valor, uso o goce del territorio al cual tienen derecho los integrantes del pueblo Saramaka, a 
menos que el Estado obtenga el consentimiento previo, libre e informado de dicho pueblo. Respecto de 
las concesiones ya otorgadas dentro del territorio tradicional Saramaka, el Estado debe revisarlas, a la 
luz de la presente Sentencia y la jurisprudencia de este Tribunal, con el fin de evaluar si es necesaria una 
modificación a los derechos de los concesionarios para preservar la supervivencia del pueblo Saramaka.  
El Estado deberá comenzar el proceso de delimitación, demarcación y titulación del territorio tradicional 
Saramaka dentro del período de tres meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
y deberá completar dicho proceso dentro de los tres años luego de dicha fecha;

Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 

282. El vínculo de los miembros de la Comunidad con dichos territorios es fundamental e inescindible para su 
supervivencia alimentaria y cultural, por ello la importancia de su devolución. Contrario a lo que señala el 
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Estado, las tierras a entregarse a los miembros de la Comunidad no es cualquier inmueble “dentro del territorio 
histórico de los Enxet Lengua”, sino el territorio que los miembros de la Comunidad han demostrado en este 
caso que es su territorio tradicional específico y más apto para el asentamiento indígena […].

283. Consecuentemente, el Estado está en la obligación de devolver a los miembros de la Comunidad las 10.700 
hectáreas reclamadas por ésta e identificadas como Mompey Sensap (hoy Retiro Primero) y Makha Mompena 
(hoy Retiro Kuñataí). La identificación específica de dicho territorio y sus límites deberá ser realizada 
por el Estado, en el plazo de un año a partir de la notificación de esta Sentencia, a través de los medios  
técnicos especializados para tal fin, con la participación de los líderes de la Comunidad y sus representantes 
libremente elegidos.

284. Una vez identificado plenamente el territorio tradicional de los miembros de la Comunidad, de la forma y en 
el plazo señalados en el párrafo anterior, de encontrarse éste en manos de particulares, sean éstos personas 
naturales o jurídicas, el Estado deberá, a través de sus autoridades competentes, decidir si procede la expropiación 
del territorio a favor de los indígenas. Para resolver esta cuestión, las autoridades estatales deben seguir los 
estándares establecidos en esta Sentencia […], teniendo muy en cuenta la especial relación que los indígenas 
tienen con sus tierras para la preservación de su cultura y su supervivencia. En ningún caso la decisión de las 
autoridades internas deberá basarse exclusivamente en que dichas tierras estén en manos privadas o que estén 
racionalmente explotadas, por las consideraciones expuestas en el párrafo 149 de esta Sentencia. Hacerlo sería 
desconocer la presente decisión y una violación a los compromisos adquiridos soberanamente por el Paraguay. 

285. El Estado cuenta con un plazo de tres años a partir de la notificación de la presente Sentencia para la devolución 
de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad, para lo cual deberá resolver sobre la procedencia 
de la expropiación y, de ser el caso, llevarla a cabo. El Estado deberá realizar dentro de ese término las diligencias 
necesarias para tal fin. Asimismo, dentro de ese plazo, el Estado podrá impulsar, de ser el caso, las medidas de 
negociación para la compra de las tierras correspondientes.

286. Si por motivos objetivos y fundamentados �entre los cuales, se reitera, no podrán argüirse exclusivamente el 
hecho que las tierras estén en manos privadas o estén racionalmente explotadas� las autoridades paraguayas 
resuelven dar prioridad al derecho a la propiedad de los particulares por sobre el derecho a la propiedad de 
los miembros de la Comunidad, deberá entregar a éstos tierras alternativas, dentro del territorio tradicional 
de sus ancestros. La elección de estas tierras deberá ser consensuada con los miembros de la Comunidad, de 
conformidad con sus propias formas de toma de decisiones. Se reitera que el ofrecimiento de tierras alternativas 
únicamente será procedente una vez que se haya valorado adecuadamente, conforme a lo indicado en esta 
Sentencia, que no es procedente la expropiación y que no se hayan concretado las negociaciones para la compra 
de las tierras.

287. Ante solicitud fundada del Estado el Tribunal podrá otorgarle una prórroga de un año para continuar con los 
respectivos procedimientos internos instaurados para la devolución del territorio tradicional. La solicitud de 
prórroga deberá presentarse a la Corte al menos con tres meses de anticipación al vencimiento del plazo de 
tres años fijado en el párrafo 285 de esta Sentencia, según corresponda. Si el Estado no presenta su solicitud de 
prórroga con la antelación señalada, la Corte entenderá que ha desistido de su facultad de solicitarla. El Tribunal 
rechazará cualquier solicitud que sea presentada extemporáneamente. De presentarse la solicitud de prórroga 
de manera oportuna, la Corte la trasladará a la Comisión y a los representantes de las víctimas, a efectos de 
que presenten las observaciones que estimen pertinentes. El Tribunal resolverá si concede o no la prórroga 
teniendo en cuenta las razones aducidas por el Estado en su solicitud, las observaciones de la Comisión y los 
representantes y las gestiones previamente iniciadas por el Estado para cumplir con su deber de entregar las 
tierras a los miembros de la Comunidad. No concederá la prórroga si, a su criterio, el Estado no ha realizado 
suficientes acciones y gestiones para cumplir con esta medida de reparación. Por último, el Estado deberá 
informar de manera precisa y detallada cada seis meses sobre las acciones que ha realizado para la devolución 
del territorio tradicional a las víctimas. 

290. La Corte dispondrá en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de esta Sentencia las fechas en el que 
el Estado deberá hacer los respectivos pagos a los líderes de la Comunidad por el retraso en el cumplimiento de 
esta medida de reparación. Tales pagos deberán hacerse conforme a los lineamientos estipulados en la sección 
“modalidad de los pagos” de esta Sentencia […]. Si el Estado incumple con las fechas que la Corte fije para la 
realización de estos pagos, deberá pagar un interés por mora, conforme a lo estipulado en el párrafo 336 infra. Las 
cantidades correspondientes serán entregadas a los líderes debidamente reconocidos de la Comunidad, quienes 
dispondrán del dinero conforme lo disponga la Comunidad según su propia forma de toma de decisiones.
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291. El Estado no deberá realizar ningún acto que dificulte aún más el resultado de la Sentencia. En este sentido 
hasta que no se entregue el territorio tradicional a los miembros de la Comunidad, el Estado deberá velar que 
tal territorio no se vea menoscabado por acciones del propio Estado o de terceros particulares. Así, deberá 
asegurar que no se deforeste la zona, no se destruyan los sitios culturalmente importantes para la Comunidad, 
no se transfieran las tierras y no se explote el territorio de tal forma que dañe irreparablemente la zona o los 
recursos naturales que en ella existan.

292. El Estado manifestó que se encuentra tramitando la titulación de las 1.500 hectáreas del lugar denominado 
“25 de Febrero”, en donde se encuentra actualmente asentada la Comunidad. Sin embargo, resaltó algunos 
inconvenientes para la titulación e inscripción del terreno debido a problemas formales de representación y de 
inscripción de líderes comunitarios.

293. Al respecto, el Tribunal estima que todos esos obstáculos formales para la titulación de esta tierra deben ser 
solucionados por el mismo Estado, conforme a lo expuesto en los párrafos 48 y 49. Específicamente, el Estado 
deberá, a través de sus autoridades competentes, garantizar la corrección de las inconsistencias respecto a la 
inscripción de los líderes de la Comunidad para los efectos legales que sean necesarios. Para ello cuenta con un 
plazo de seis meses, a partir de la notificación de esta Sentencia.

294. Por otro parte, este Tribunal ordena que el Estado deberá titular, dentro del plazo de un año a partir de la 
notificación de esta Sentencia, las 1.500 hectáreas cedidas por las comunidades Angaité a favor de los miembros 
de la Comunidad Xákmok Kásek […], lo cual permitirá a sus miembros asegurar un territorio y su supervivencia 
de manera transitoria, mientras son demarcadas y tituladas las tierras tradicionales de la Comunidad. Para este 
Tribunal es relevante destacar el sentido de solidaridad y unidad que las comunidades Angaité han tenido con 
la Comunidad Xákmok Kásek.

295. El Tribunal resalta que la titulación de las referidas 1.500 hectáreas en nada afecta o incide en la devolución 
del territorio tradicional al cual tienen derecho los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek, conforme a los 
párrafos 281 a 290 de esta Sentencia.

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013

459. La Corte señala que, producto del incumplimiento del deber estatal de garantizar el derecho a la propiedad 
colectiva […], las comunidades del Cacarica han sufrido un daño que va más allá del mero detrimento 
patrimonial. Del acervo probatorio se evidencia que éstas tienen una relación especial con los territorios que 
habitaban y que, por ende, se vieron profundamente afectadas no solo al ser despojadas de los mismos, sino 
también al haberse permitido la realización de acciones de explotación ilegal de recursos naturales por parte 
de terceros. Por lo anterior, y en aras de evitar que estos hechos se repitan, el Tribunal ordena al Estado que 
restituya el efectivo uso, goce y posesión de los territorios reconocidos en la normativa a las comunidades 
afrodescendientes agrupadas en el Consejo Comunitario del Cacarica.

460. Asimismo, la Corte es consciente de que los miembros de las comunidades del Cacarica se sienten inseguros, 
en particular debido a la presencia de actores armados. Es posible que esta situación no cambie hasta que se 
restablezca el órden público y hasta que se efectúen investigaciones y procesos judiciales efectivos que tengan 
como resultado el esclarecimiento de los hechos y la sanción de los responsables. Por tanto, el Tribunal considera, 
como lo ha hecho en otros casos, que el Estado deberá garantizar que las condiciones de los territorios que el 
Estado debe restituirles, así como del lugar donde habitan actualmente, sean adecuadas para la seguridad y vida 
digna tanto de quienes ya han regresado como de quienes aún no lo han hecho. A tales efectos, el Estado deberá 
enviar periódicamente, al menos una vez al mes, representantes oficiales a los territorios de los cuales fueron 
desplazados, y en particular a las Comunidades de Paz (“Esperanza de Diós” y “Nueva Vida”), durante los cinco 
años siguientes a la notificación de esta Sentencia para verificar la situación de orden público, para lo cual 
deberán reunirse efectivamente con las comunidades o los representantes por éstas designados. Si durante esas 
reuniones mensuales los habitantes de las comunidades expresan preocupación en relación con su seguridad, 
el Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizarla, las cuales serán diseñadas en acuerdo con los 
destinatarios de las medidas.

Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014

232. La Corte dispone que el Estado deberá proceder a demarcar las tierras que corresponden a las comunidades 
Ipetí y Piriatí Emberá y a titular las tierras Ipetí como derecho a la propiedad colectiva, en un plazo máximo de 1 
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año a partir de la notificación de la presente Sentencia, con la plena participación, y tomando en consideración 
el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, de las referidas comunidades. Mientras no se hayan 
demarcado y titulado adecuadamente las referidas tierras, el Estado se debe abstener de realizar actos que 
puedan llevar a que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su tolerancia, 
afecten la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubicados en la zona geográfica donde habitan y 
realizan sus actividades los miembros de las comunidades Ipetí y Piriatí Emberá.

233. Además, el Estado debe realizar las medidas necesarias para dejar sin efecto el título de propiedad privada 
otorgado al señor C.C.M. dentro del territorio de la Comunidad Emberá de Piriatí en el plazo máximo de 1 año 
desde la notificación de la presente Sentencia. 

Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015

323. La Corte establece que a fin de lograr una reparación integral de las violaciones acreditadas, a través de la 
restitución de los derechos conculcados, corresponde al Estado realizar el saneamiento de las tierras 
tradicionales que fueron tituladas por el Estado en favor de la Comunidad de Punta Piedra y hacer efectiva 
la implementación de los acuerdos alcanzados. Dicha obligación de saneamiento corresponde ejercerla 
al Estado de oficio y con extrema diligencia. […] En este sentido, el Estado debe remover cualquier tipo de 
obstáculo o interferencia sobre el territorio en cuestión […]. En particular, a través de garantizar el dominio 
pleno y efectivo de los miembros de la Comunidad de Punta Piedra como legítimos propietarios, y de ser 
procedente y según lo acordado, mediante el pago de mejoras y la reubicación, con las debidas garantías, de los  
terceros ocupantes.

324. Para ello, el Estado debe realizar las siguientes acciones: 

a)  adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos necesarias 
para restituir de manera integral a la Comunidad de Punta Piedra su territorio titulado, garantizando su 
uso y goce pacífico de manera plena y efectiva, en el plazo no mayor a 30 meses, a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. 

b)  garantizar de manera inmediata y efectiva que el territorio que actualmente se encuentra en posesión 
de la Comunidad de Punta Piedra, no sufra ninguna intrusión, expansión adicional, interferencia o 
afectación de parte de terceros o agentes del Estado que pueda menoscabar la existencia, el valor, el uso 
o el goce de su territorio. 

c)  proceder con el pago de mejoras y la reubicación de los terceros pobladores con las debidas garantías, en 
el plazo no mayor a dos años posteriores a la notificación del presente Fallo. 

d)  en el supuesto que se acredite la existencia de títulos legítimos de propiedad en la Aldea de Río Miel, 
anteriores a la entrega del segundo título a la Comunidad de Punta Piedra, conforme a la jurisprudencia 
de la Corte, el Estado deberá valorar la posibilidad de su compra o la expropiación de esas tierras, por 
razones de utilidad pública o interés social. 

325. Si por motivos objetivos y fundamentados se impidiera el reintegro total o parcial del territorio ocupado por 
terceros, el Estado deberá, de manera excepcional, ofrecer a la Comunidad de Punta Piedra tierras alternativas, 
de la misma o mayor calidad física, las cuales deberán de ser contiguas a su territorio titulado, libre de cualquier 
vicio material o formal y debidamente tituladas en su favor. El Estado deberá entregar las tierras, electas 
de manera consensuada con la Comunidad de Punta Piedra, conforme a sus propias formas de consulta y 
decisión, valores, usos y costumbres. Una vez acordado lo anterior, dicha medida deberá ser efectivamente 
ejecutada en el plazo de un año contado a partir de la notificación de voluntad de la Comunidad de Punta 
Piedra. Asimismo, en el otorgamiento de dichas tierras se deberá incluir un plan de desarrollo integral para ese 
territorio alternativo, de común acuerdo con la Comunidad, el cual es adicional al referido fondo de desarrollo 
dispuesto […]. El Estado deberá hacerse cargo de los gastos derivados del traslado y reubicación, así como de 
los correspondientes gastos por pérdida o daño que puedan sufrir como consecuencia del otorgamiento de 
dichas tierras alternativas.

326. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con la Comunidad de Punta Piedra 
y la Aldea de Río Miel, reglas de convivencia pacífica y armoniosas en el territorio en cuestión que respeten los 
usos y costumbres de la Comunidad de Punta Piedra, así como los mecanismos de prevención necesarios que 
eviten cualquier afectación por parte de terceros en el territorio garífuna.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/zsUKpo



127

PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES

327. En relación con la falta de consulta del proyecto de exploración Punta Piedra II, que incluye parte del territorio de 
la Comunidad de Punta Piedra, el Estado deberá hacer cesar cualquier actividad que no haya sido previamente 
consultada, y en su caso, proceder de conformidad con la jurisprudencia de la Corte, a la realización de la 
misma. 

328. El Estado deberá, dentro del plazo de tres meses a partir de la notificación de la Sentencia, poner en marcha los 
mecanismos necesarios de coordinación entre instituciones que tengan incidencia en la toma de decisiones y 
cuenten con competencia en la materia, con el fin de velar por la efectividad de las medidas antes dispuestas, 
entre ellas: hacer efectivo el saneamiento, garantizar la integridad del territorio comunal y, en su caso, participar 
en la implementación del referido plan de desarrollo.

347. En virtud de que en los hechos del caso se evidenció una falta de claridad en el Registro de la Propiedad en 
Honduras que podría estar permitiendo el traslape de títulos en a rurales […], la Corte estima pertinente 
ordenar al Estado que cree los mecanismos adecuados para evitar que en el futuro hechos similares puedan 
generar afectaciones al derecho a la propiedad en a rurales como las analizadas en el presente caso.

Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015

259. La Corte se refiere a lo establecido respecto del territorio ancestral de la Comunidad en el Capítulo de Fondo 
sobre el derecho a la propiedad comunal, y dispone que el Estado debe proceder a demarcar las tierras sobre las 
cuales ha sido otorgada la propiedad colectiva a la Comunidad en dominio pleno y en garantía de ocupación. 
Lo anterior debe ser implementado dentro de un plazo máximo de dos (2) años a partir de la notificación de 
la presente Sentencia, y con la plena participación de la Comunidad, tomando en consideración su derecho 
consuetudinario, usos y costumbres. 

260. Asimismo, este Tribunal ordena, en relación con el área denominada “Lote A1” (infra Mapa Anexo) que fue 
reconocido como territorio tradicional de la Comunidad Triunfo de la Cruz por parte del INA […], que el 
Estado otorgue a la Comunidad, en el plazo de dos (2) años desde la notificación de la presente Sentencia, un 
título de propiedad colectiva sobre dicha tierra, el cual deberá ser debidamente delimitado y demarcado.

261. Si para cumplir con esta medida de reparación el Estado debe llevar a cabo procedimientos de expropiación o 
de reubicación de terceros que puedan ostentar títulos de dominio pleno sobre lotes comprendidos dentro del 
lote A1 […], incluyendo las 22 manzanas adjudicadas al Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad de Tela 
[…], y los lotes de tierra de las empresas MACERICA e IDETRISA, el Estado deberá pagar las indemnizaciones 
que corresponde a los perjudicados, de conformidad con lo establecido en el derecho interno. La Corte recuerda 
su jurisprudencia según la cual la “restricción que se haga al derecho a la propiedad privada de particulares 
que fuera necesaria para lograr el objetivo colectivo de preservar las identidades culturales en una sociedad 
democrática y pluralista en el sentido de la Convención Americana”, implica la obligación a cargo del Estado de 
pagar “una justa indemnización a los perjudicados, de conformidad con el artículo 21.2 de la Convención”71.

262. En caso de que, por motivos debidamente fundados, el Estado considere que no es posible llevar a cabo la 
titulación de todo o parte del lote A1 […], deberá conferir un título de propiedad colectiva a la Comunidad 
sobre tierras alternativas de igual extensión y calidad que las no otorgadas. El Estado, para la implementación 
de esta medida, deberá consultar con la Comunidad Triunfo de la Cruz y sus miembros, en un procedimiento 
que sea acorde a los estándares internacionales en la materia.

263. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con la Comunidad Triunfo de la 
Cruz, reglas de convivencia pacífica y armoniosa en el territorio en cuestión que haga que las personas que no 
forman parte de la Comunidad respeten los usos y costumbres de la Comunidad Triunfo de la Cruz, así como 
los mecanismos de prevención necesarios que eviten cualquier afectación por parte de terceros en el territorio 
garífuna.

264. La Corte recuerda que, mientras no se hayan demarcado y, en su caso, titulado adecuadamente las referidas 
tierras a favor de la Comunidad Triunfo de la Cruz, el Estado debe abstenerse de realizar actos que puedan 
llevar a que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su tolerancia, afecten 
la existencia, el valor, el uso o el goce de las tierras que deberán serles restituidas y de aquellas sobre las cuales 
poseen actualmente títulos de propiedad.

71  Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No. 125, párr. 148.
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Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

279. La Corte establece que a fin de lograr una reparación integral de las violaciónes acreditadas, a través de la 
restitución de los derechos conculcados, corresponde al Estado adoptar las siguientes medidas: 

i) Respecto de la personalidad jurídica y la propiedad colectiva 

b) delimitar, demarcar, y otorgar título colectivo del territorio de los miembros de los Pueblos Kaliña y 
Lokono, garantizando su uso y goce efectivo, de conformidad con lo establecido en los párrafos 129 a 142 
de la Sentencia, y a través de procesos participativos con los mismos. Lo anterior, tomando en cuenta los 
derechos que asisten a otros pueblos tribales en la zona.

280. En el caso de que las tierras reclamadas en manos de terceros no indígenas ni tribales, sean de personas 
naturales o jurídicas, el Estado deberá, a través de sus autoridades competentes, decidir si procede la compra o 
expropiación del territorio a favor de los indígenas, a través del pago de las indemnizaciones que corresponda 
a los perjudicados, de conformidad con lo establecido en el derecho interno. Para resolver esta cuestión, las 
autoridades estatales deben seguir los estándares establecidos en esta Sentencia […], teniendo muy en cuenta la 
especial relación que los indígenas tienen con sus tierras para la preservación de su cultura y su supervivencia. 
En ningún caso la decisión de las autoridades internas deberá basarse exclusivamente en que dichas tierras 
estén en manos privadas o que estén racionalmente explotadas.

281. En el caso que, por motivos objetivos y debidamente fundados, el Estado considere que no es posible llevar a 
cabo la titulación de las tierras tradicionales, deberá conferir títulos de propiedad colectiva a dichos pueblos 
sobre tierras alternativas contiguas de igual extensión y calidad que las no otorgadas. El Estado, para la 
implementación de esta medida, deberá, contar con la participación efectiva de los Pueblos Kaliña y Lokono y 
sus miembros, de conformidad con los estándares en la materia.  

282. Hasta en tanto no se lleven a cabo dichas medidas, el Estado deberá garantizar de manera inmediata y efectiva 
que los territorios que actualmente se encuentran en posesión de los Pueblos Kaliña y Lokono, no sufran 
ninguna intrusión, interferencia o afectación por parte de terceros o agentes del Estado que puedan menoscabar 
la existencia, el valor, el uso o el goce de su territorio , así como evitar, mediante garantías de seguridad jurídica, 
la emisión de nuevos títulos de propiedad y arrendamiento en los territorios de los Pueblos Kaliña y Lokono. 

283. El Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con los Pueblos Kaliña y Lokono y los otros pueblos tribales de 
la zona, así como de terceros privados, reglas de convivencia pacífica y armoniosas en el territorio en cuestión, 
que respeten los usos y costumbres de los Pueblos Kaliña y Lokono, las cuales garanticen su relación con sus 
áreas tradicionales, incluyendo el río Marowijne […]. 

284. El Estado cuenta con el plazo total de tres años, contados a partir de la notificación de la Sentencia, para hacer 
entrega a los Pueblos Kaliña y Lokono de los títulos que les correspondan, los cuales deberán estar debidamente 
saneados, a fin de garantizar el uso y goce efectivo de su propiedad.  

285. El Estado deberá, dentro del plazo de tres meses a partir de la notificación de la presente Sentencia, poner 
en marcha los mecanismos necesarios de coordinación entre instituciones que tengan incidencia en la toma  
de decisiones y cuenten con competencia en la materia, con el fin de velar por la efectividad de las medidas 
antes dispuestas.

5.3.11. Garantías estatales de seguridad para las personas que desean regresar a la aldea

Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005

212. La Corte está consciente de que los miembros de la comunidad no desean regresar a sus tierras tradicionales 
hasta que: 1) el territorio sea “purificado” de acuerdo con los rituales culturales; y 2) ya no tengan temor de que 
se presenten nuevas hostilidades en contra de la comunidad.  Ninguna de estas dos condiciones se presentarán 
sin que haya una investigación y proceso judicial efectivos, que tengan como resultado el esclarecimiento de 
los hechos y la sanción de los responsables.  Mientras se realizan estos procesos, hasta su culminación, sólo los 
miembros de la comunidad pueden decidir cuándo sería apropiado el regreso a la aldea de Moiwana.  Cuando 
los miembros de la comunidad estén satisfechos de que se ha hecho lo necesario para que puedan regresar, 
el Estado deberá garantizar la seguridad de aquéllos. A tales efectos, cuando los miembros de la comunidad 
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regresen a dicha aldea, el Estado deberá enviar representantes oficiales cada mes a la aldea de Moiwana durante 
el primer año, para realizar consultas con los residentes de Moiwana.  Si durante esas reuniones mensuales los 
miembros de la comunidad expresan preocupación en relación con su seguridad, el Estado debe adoptar las 
medidas necesarias para garantizarla, las cuales serán diseñadas en consulta estricta con los destinatarios de las 
medidas.

5.3.12. Adecuación de disposiciones internas a estándares internacionales de derechos humanos

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

225. La Corte considera que es necesario que el Estado garantice el goce efectivo los derechos reconocidos en su 
Constitución Política y en su legislación, de conformidad con la Convención Americana. En consecuencia, 
el Estado, en un plazo razonable, deberá adoptar en su derecho interno, según lo dispuesto en el artículo 2 
de la Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean 
necesarias para crear un mecanismo eficaz de reclamación de tierras ancestrales de los pueblos indígenas 
que haga cierto su derecho de propiedad y que tenga en cuenta su derecho consuetudinario, valores, usos y 
costumbres.

Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005

259. El Estado debe reformar la regulación de los requisitos dispuestos en la Ley Electoral No. 331 de 2000 
declarados violatorios de la Convención […] y adoptar, en un plazo razonable, las medidas necesarias para que 
los integrantes de las comunidades indígenas y étnicas puedan participar en los procesos electorales en forma 
efectiva y tomando en cuenta sus tradiciones, usos y costumbres, en el marco de la sociedad democrática.  Los 
requisitos que se establezcan deben permitir y fomentar que los miembros de esas comunidades cuenten con una 
representación adecuada que les permita intervenir en los procesos de decisión sobre las cuestiones nacionales, 
que conciernen a la sociedad en su conjunto, y los asuntos particulares que atañen a dichas comunidades, por 
lo que dichos requisitos no deberán constituir obstáculos a dicha participación política.

Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006

235. Tomando en cuenta lo anterior y a la luz de las conclusiones a las que llegó el Tribunal en los capítulos 
referentes a los artículos 8, 21, 25 y 2 de la Convención Americana, la Corte considera que es necesario que el 
Estado garantice el goce efectivo los derechos reconocidos en su Constitución Política y en su legislación, de 
conformidad con la Convención Americana. En consecuencia, el Estado, en un plazo razonable, deberá adoptar 
en su derecho interno, según lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas legislativas, 
administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo eficaz de reclamación 
de tierras ancestrales de los pueblos indígenas que haga cierto su derecho de propiedad y que tenga en cuenta 
su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres.

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:

c) eliminar o modificar las disposiciones legales que impiden la protección del derecho a la propiedad de 
los miembros del pueblo Saramaka y adoptar, en su legislación interna y a través de consultas previas, 
efectivas y plenamente informadas con el pueblo Saramaka, medidas legislativas o de otra índole 
necesarias a fin de reconocer, proteger, garantizar y hacer efectivo el derecho de los integrantes del pueblo 
Saramaka a ser titulares de derechos bajo forma colectiva sobre el territorio que tradicionalmente han 
ocupado y utilizado, el cual incluye las tierras y los recursos naturales necesarios para su subsistencia 
social, cultural y económica, así como administrar, distribuir y controlar efectivamente dicho territorio, 
de conformidad con su derecho consuetudinario y sistema de propiedad comunal, y sin perjuicio a otras 
comunidades indígenas y tribales.  El Estado deberá cumplir con esta medida de reparación dentro de 
un plazo razonable;
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d) adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole que sean necesarias para reconocer 
y garantizar el derecho del pueblo Saramaka a ser efectivamente consultado, según sus tradiciones y 
costumbres, o en su caso, el derecho de otorgar o abstenerse de otorgar su consentimiento previo, libre 
e informado, respecto de los proyectos de desarrollo o inversión que puedan afectar su territorio, y a 
compartir, razonablemente, los beneficios derivados de esos proyectos con el pueblo Saramaka, en el 
caso de que se llevaren a cabo.  El pueblo Saramaka debe ser consultado durante el proceso establecido 
para cumplir con esta forma de reparación.  El Estado debe cumplir con esta medida de reparación en un 
plazo razonable;

f) adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole necesarias para proporcionar a los 
integrantes del pueblo Saramaka los recursos efectivos y adecuados contra actos que violan su derecho 
al uso y goce de la propiedad de conformidad con su sistema de propiedad comunal. El Estado deberá 
cumplir con esta medida de reparación en un plazo razonable.

Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010

309. A la luz de las conclusiones a las que llegó el Tribunal en el Capítulo VI de la presente Sentencia, la Corte 
considera que es necesario que el Estado garantice el goce efectivo de los derechos reconocidos por la Convención 
Americana, por su Constitución Nacional y su legislación. Para el Tribunal, la responsabilidad internacional del 
Estado en el presente caso se ha generado por no haberse adecuado la legislación para garantizar el derecho a 
la propiedad del territorio tradicional de las comunidades indígenas, así como por el hecho de que las prácticas 
institucionales limitan o no garantizan plenamente la aplicación efectiva de las normas que, formalmente, se 
encuentran establecidas para garantizar los derechos de los miembros de las comunidades indígenas. A juicio 
de la Corte, el interés social de la propiedad en lo que respecta a las comunidades indígenas debe traducirse en 
que se debe tener en cuenta las circunstancias de ser tierras  ancestrales indígenas, lo cual debe verse reflejado 
tanto en el plano sustantivo como procesal.  

310. En consecuencia, el Estado, en el plazo de dos años, deberá adoptar en su derecho interno, según lo dispuesto 
en el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro 
carácter que sean necesarias para crear un sistema eficaz de reclamación de tierras ancestrales o tradicionales 
de los pueblos indígenas que posibilite la concreción de su derecho de propiedad. Este sistema deberá consagrar 
normas sustantivas que garanticen: a) que se tome en cuenta la importancia que para los indígenas tiene su 
tierra tradicional, y b) que no baste que las tierras reclamadas estén en manos privadas y sean racionalmente 
explotadas para rechazar cualquier pedido de reivindicación. Además, este sistema deberá consagrar que 
una autoridad judicial sea la competente para resolver los conflictos que se presenten entre los derechos a la 
propiedad de los particulares y la de los indígenas.

Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015

343. En cuanto a la solicitud de adecuación del ordenamiento interno, la Corte consideró que ninguna disposición 
de la Ley de Propiedad y su Reglamento fue aplicada en el presente caso, por lo que carecía de elementos 
suficientes sobre la normativa vigente en la actualidad para concluir que existió un incumplimiento por parte 
del Estado del artículo 2 de la Convención Americana […]. En este sentido, en virtud de la falta de nexo de 
causalidad entre los hechos y las violaciones establecidas, no es procedente ordenar tal medida. 

344. En cuanto a la normativa relativa a la consulta previa, libre e informada, la Corte consideró que el artículo 
82 del Reglamento a la Ley General de Minería carecía de precisión respecto de las etapas previas de la 
consulta, en contravención con lo dispuesto en el artículo 50 de la misma ley que hacen alusión a los estándares 
internacionales en la materia. Por lo tanto, la Corte concluyó que el Estado era responsable por la violación del 
derecho a la propiedad comunal, y de los artículos 1.1 y 2 de la misma y del derecho a la identidad cultural […].

345. En consecuencia, el Estado deberá, en un plazo razonable, adoptar las medidas suficientes y necesarias, a fin de 
que sus disposiciones reglamentarias sobre minería no menoscaben el derecho a la consulta, en el sentido de 
que ésta deba realizarse inclusive de forma previa a la autorización de programas de prospección o exploración.

346. En este sentido, la Corte recuerda que la interpretación de la normativa aplicable en materia indígena, los jueces 
y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están en la obligación de ejercer ex 
officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/zsUKpo



131

PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES

jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. Lo anterior, resulta especialmente aplicable a la interpretación de la legislación en materia de 
minería a la a luz de los estándares expuestos en la presente Sentencia […].

Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

305. En razón de lo anterior, teniendo en cuenta las obligaciones derivadas del artículo 2 de la Convención, la Corte 
dispone que el Estado deberá adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
necesarias para:

a) otorgar a los pueblos indígenas y tribales en Surinam el reconocimiento legal de la personalidad jurídica 
colectiva, con el propósito de garantizarles el ejercicio y pleno goce de su derecho a la propiedad, de 
conformidad con sus costumbres y tradiciones, de acuerdo a lo establecido en los párrafos 105 a 114. El 
Estado deberá cumplir con esta medida de reparación dentro de un plazo no mayor a dos años, a partir 
de la notificación de la presente Sentencia;

b) crear un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de los territorios de los pueblos 
indígenas y tribales en Surinam. El Estado deberá adoptar estas medidas con la participación efectiva 
de dichos pueblos, de acuerdo con su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como a 
la luz de los estándares fijados en la presente Sentencia […], dentro de un plazo no mayor a tres años de 
notificada la misma;

c) adecuar sus recursos internos con el fin de garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de los 
pueblos indígenas y tribales de manera colectiva, así como garantizar el acceso a la información necesaria 
para el ejercicio de tal derecho. Para ello el Estado deberá interpretar y aplicar dichos recursos tomando 
en cuenta los estándares en materia indígena mencionados en el párrafo 251 de este Fallo, dentro de un 
plazo no mayor a dos años a partir de la notificación de la presente Sentencia, y

d) garantizar: i) la participación efectiva, a través de un proceso de consulta a los pueblos indígenas y tribales 
de Surinam, según sus tradiciones y costumbres, respecto de cualquier proyecto, inversión, reserva 
natural, o actividad que puedan afectar su territorio; ii) la realización de estudios de impacto ambiental 
y social mediante entidades técnicamente capacitadas e independientes, previo al otorgamiento de 
cualquier proyecto de desarrollo o inversión dentro del territorio tradicional de los pueblos indígenas 
y tribales, y iii) la repartición de beneficios derivados de esos proyectos con los pueblos indígenas y 
tribales, de ser el caso […]. Todo ello, de conformidad con los estándares señalados en este Fallo […] y 
dentro de un plazo no mayor a dos años, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

306. Por otra parte, la Comisión y los representantes solicitaron de manera genérica, la revisión y modificación de 
la normativa interna en materia de minería, tala, caza, o toda aquella que fuera contraria a los derechos de 
los pueblos indígenas, sin especificar claramente la normativa o el articulado de la misma, o de qué manera 
esta sería contraria a dichos derechos. En vista de ello, y siendo que no se verificó una violación particular 
en la parte de fondo de la presente Sentencia, dichas solicitudes carecen de nexo de causalidad, por lo que no 
corresponde adoptar una medida de reparación.

5.3.13. Implementación de un programa de registro e identificación

Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006

231. De igual forma, en vista de las conclusiones establecidas en el capítulo relativo al artículo 3 de la Convención, la 
Corte dispone que el Estado debe realizar, en el plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de la 
presente sentencia, un programa de registro y documentación, de tal forma que los miembros de la Comunidad 
puedan registrarse y obtener sus documentos de identificación. En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010, 
párr. 308.
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5.3.14. Reconocimiento de personalidad jurídica colectiva

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:

b) otorgar a los miembros del pueblo Saramaka el reconocimiento legal de la capacidad jurídica colectiva 
correspondiente a la comunidad que ellos integran, con el propósito de garantizarles el ejercicio y goce 
pleno de su derecho a la propiedad de carácter comunal, así como el acceso a la justicia como comunidad, 
de conformidad con su derecho consuetudinario y tradiciones.  El Estado deberá cumplir con esta medida 
de reparación dentro de un plazo razonable;

Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

279. La Corte establece que a fin de lograr una reparación integral de las violaciónes acreditadas, a través de la 
restitución de los derechos conculcados, corresponde al Estado adoptar las siguientes medidas: 

i) Respecto de la personalidad jurídica y la propiedad colectiva 

a) otorgar a los Pueblos Kaliña y Lokono el reconocimiento legal de la personalidad jurídica colectiva 
correspondiente con la comunidad que ellos integren, con el propósito de garantizarles el ejercicio y pleno 
goce de su derecho a la propiedad de carácter colectiva, así como el acceso a la justicia como comunidad, 
de conformidad con sus costumbres y tradiciones, de acuerdo a lo establecido en los párrafos 105 a 114. 
El Estado deberá cumplir con esta medida de reparación dentro de un plazo no mayor a 18 meses, a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, y

5.3.15. Realización de estudios de impacto ambiental

Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007

194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:

e) asegurar que se realicen estudios de impacto ambiental y social mediante entidades técnicamente 
capacitadas e independientes y, previo al otorgamiento de concesiones relacionadas con proyectos de 
desarrollo o inversión dentro del territorio tradicional Saramaka, e implementar medidas y mecanismos 
adecuados a fin de minimizar el perjuicio que puedan tener dichos proyectos en la capacidad de 
supervivencia social, económica y cultural del pueblo Saramaka, y (…)

5.3.16. Garantizar adecuadamente el derecho a  la consulta

Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012

299. Si bien no corresponde pronunciarse sobre nuevas rondas petroleras que el Estado habría iniciado, en el presente 
caso la Corte ha determinado que el Estado es responsable por la violación del derecho a la propiedad comunal 
del Pueblo Sarayaku, por no haber garantizado adecuadamente su derecho a la consulta. En consecuencia, el 
Tribunal dispone, como garantía de no repetición, que en el eventual caso que se pretenda realizar actividades o 
proyectos de exploración o extracción de recursos naturales, o planes de inversión o desarrollo de cualquier otra 
índole que impliquen potenciales afectaciones al territorio Sarayaku o a aspectos esenciales de su cosmovisión 
o de su vida e identidad culturales, el Pueblo Sarayaku deberá ser previa, adecuada y efectivamente consultado, 
de plena conformidad con los estándares internacionales aplicables a la materia.

300. El Tribunal recuerda en este sentido que los procesos de participación y consulta previa deben llevarse a cabo de 
buena fe en todas las etapas preparatorias y de planificación de cualquier proyecto de esa naturaleza. Además, 
conforme a los estándares internacionales aplicables, en tales supuestos el Estado debe garantizar efectivamente 
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que el plan o proyecto que involucre o pueda potencialmente afectar el territorio ancestral, implique la 
realización previa de estudios integrales de impacto ambiental y social, por parte de entidades técnicamente 
capacitadas e independientes, y con la participación activa de las comunidades indígenas involucradas. 

301. Con respecto al ordenamiento jurídico interno que reconoce el derecho a la consulta previa, libre e informada, 
la Corte ya ha observado que, en la evolución del corpus juris internacional, la Constitución ecuatoriana del 
año 2008 es una de las más avanzadas del mundo en la materia. Sin embargo, también se ha constatado que los 
derechos a la consulta previa no han sido suficiente y debidamente regulados mediante normativa adecuada 
para su implementación práctica. Por ende, bajo el artículo 2 de la Convención Americana, el Estado debe 
adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole que sean necesarias para poner plenamente en 
marcha y hacer efectivo, en un plazo razonable, el derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales y modificar aquellas que impidan su pleno y libre ejercicio, para lo cual debe asegurar la 
participación de las propias comunidades. 

Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

286. En relación con las reservas de Galibi y Wane Kreek, el Estado deberá adoptar las medidas suficientes y 
necesarias, para que mediante mecanismos adecuados, se garantice el acceso, uso y participación efectiva para 
los Pueblos Kaliña y Lokono en las mismas, a fin de hacer compatible la protección del medio ambiente con 
los derechos de los pueblos indígenas, de conformidad con el párrafo 181 de la Sentencia, de manera que el 
mantenimiento de las reservas no constituya un obstáculo desmedido para sus derechos, por lo que cualquier 
restricción a los mismos deberá cumplir con los requisitos de legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro 
de un objetivo legítimo.

5.3.17. Aplicación del control de convencionalidad

Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010

311. En relación con las prácticas judiciales, este Tribunal ha establecido que es consciente de que los jueces y 
tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 
vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como 
la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo 
que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer un “control 
de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, el 
Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha 
hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.

312. En este caso, el Decreto No. 11.804 emitido el 31 de enero de 2008 que declaró como área silvestre protegida bajo 
dominio privado a parte del territorio reclamado por la Comunidad ignoró el reclamo indígena presentado ante 
el INDI sobre dichas tierras y, conforme a los propios organismos internos especializados, debería considerarse 
nulo […]. 

313. En consecuencia, el Estado deberá adoptar las medidas necesarias para que el Decreto No. 11.804 no sea un 
obstáculo para la devolución de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad.

5.3.18. Realización de capacitaciones

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010 

246. Como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado continúe implementando programas y cursos 
permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que 
incluyan una perspectiva de género y etnicidad. Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales 
y del estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio Público, del poder judicial, de la policía, 
así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y que por motivo de sus funciones 
constituyan la línea de atención primaria a mujeres víctimas de violencia.
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249. La Corte valora la información del Estado sobre los programas de capacitación informados. Este Tribunal 
considera importante fortalecer las capacidades institucionales del Estado mediante la capacitación de 
integrantes de las Fuerzas Armadas sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos y 
sobre los límites a los que deben estar sometidos , a fin de evitar que hechos como los ocurridos en el presente 
caso se repitan. Para ello, el Estado debe continuar con las acciones desarrolladas e implementar, en un plazo 
razonable, un programa o curso permanente y obligatorio de capacitación en derechos humanos que incluya, 
entre otros temas, los límites en la interacción entre el personal militar y la población civil, género y derechos 
indígenas, dirigidos a los miembros de las Fuerzas Armadas, en todos los niveles jerárquicos. 

Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012

302. En el presente caso, la Corte determinó que las violaciones de los derechos a la consulta previa y a la identidad 
cultural del Pueblo Sarayaku ocurrieron por acciones y omisiones de diversos funcionarios e instituciones 
que no los garantizaron. El Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva disposición 
presupuestaria, programas o cursos obligatorios que contemplen módulos sobre los estándares nacionales 
e internacionales en derechos humanos de los pueblos y comunidades indígenas, dirigidos a funcionarios 
militares, policiales y judiciales, así como a otros cuyas funciones involucren relacionamiento con pueblos 
indígenas, como parte de la formación general y continua de los funcionarios en las respectivas instituciones, 
en todos los niveles jerárquicos. 

Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

309. En vista de las violaciones acreditadas, el Tribunal dispone que el Estado deberá implementar, en un plazo 
razonable y con la respectiva disposición presupuestaria, programas o cursos obligatorios permanentes que 
contemplen módulos sobre los estándares nacionales e internacionales en materias relacionadas con los 
derechos humanos de los pueblos indígenas y tribales, en particular, con el respeto, protección y garantía del 
derecho a la propiedad colectiva. Estos cursos deberán dirigirse a autoridades encargadas de la administración 
de justicia y a aquellos otros cuyas funciones estén relacionadas con dicha temática, como parte de la formación 
general y continua de los funcionarios en sus respectivas instituciones, en todos los niveles jerárquicos.

5.3.19. Garantizar seguridad y rehabilitación del terreno

Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012

293. El Tribunal dispone que el Estado deberá neutralizar, desactivar y, en su caso, retirar la totalidad de la pentolita 
en superficie, realizando una búsqueda de al menos 500 metros a cada lado de la línea sísmica E16 a su paso por 
el territorio Sarayaku, de conformidad con lo propuesto por los propios representantes. Los medios y métodos 
que se implementen para tales efectos deberán ser escogidos luego de un proceso de consulta previa, libre e 
informada con el Pueblo para que éste autorice la entrada y permanencia en su territorio del material y de las 
personas que sean necesarias para tal efecto. Por último, dado que el Estado alegó la existencia de un riesgo para 
la integridad física de las personas que se encargarían de tal extracción, corresponde al Estado, en consulta con 
el Pueblo, optar por los métodos de extracción de los explosivos que presenten el menor riesgo posible para los 
ecosistemas de la zona, en consonancia con la cosmovisión de Sarayaku y para la seguridad del equipo humano 
encargado de la operación. 

294. En lo que se refiere a la pentolita enterrada a mayor profundidad, la Corte constata que, con base en pericias 
técnicas realizadas, los propios representantes han propuesto una solución para neutralizar su peligrosidad. El 
Estado no presentó observaciones al respecto. En el expediente no hay alegatos específicos, ni pericias técnicas 
o pruebas de otra índole, que indiquen que la propuesta del Pueblo Sarayaku no sea una medida idónea, segura 
y acorde con su cosmovisión para neutralizar los explosivos enterrados. Por lo anterior, el Tribunal dispone que, 
de conformidad con las pericias técnicas presentadas en este proceso, y salvo mejor solución que puedan acordar 
las partes a nivel interno, el Estado deberá: i) determinar la cantidad de puntos de enterramiento de la pentolita; 
ii) enterrar los cables detonadores de tal forma que los mismos sean inaccesibles y las cargas de pentolita 
se degraden naturalmente, y iii) marcar debidamente los puntos de enterramiento, inclusive plantando allí 
especies locales de árboles cuya raíz no tengan una profundidad tal que pueda provocar la explosión accidental 
de la pentolita. Además, el Estado deberá adoptar las medidas necesarias para extraer cualquier maquinaria, 
estructuras y desechos no biodegradables que hayan quedado luego de las acciones de la empresa petrolera, así 
como para reforestar las áreas que aún puedan estar afectadas por la apertura de trochas y campamentos para 
la prospección sísmica. Estos procedimientos deberán llevarse a cabo luego de un proceso de consulta previa, 
libre e informada con el Pueblo, que deberá autorizar la entrada y permanencia en su territorio del material y 
las personas que sean necesarias para tal efecto. 
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295. El cumplimiento de esta medida de reparación es obligación del Estado, el cual debe completarla en un plazo no 
mayor de tres años. Para efectos del cumplimiento, la Corte dispone que, en el plazo de seis meses, el Estado y el 
Pueblo Sarayaku deben establecer de común acuerdo un cronograma y plan de trabajo, que incluya, entre otros 
aspectos, la determinación de la ubicación de la pentolita superficial y la que se encuentra enterrada a mayor 
profundidad, así como los pasos concretos y efectivos para la desactivación, neutralización y, en su caso, retiro 
de la pentolita. En el mismo plazo deben informar al Tribunal al respecto. Una vez remitida la información 
anterior, el Estado y el Pueblo Sarayaku deberán informar cada seis meses acerca de las medidas adoptadas para 
el cumplimiento del plan de trabajo.

Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015

290. En vista de que el Estado fue encontrado responsable por la violación del artículo 21 de la Convención, debido 
a los daños ocasionados al medio ambiente y a los territorios de los Pueblos Kaliña y Lokono por la actividad 
minera de extracción de bauxita en la Reserva de Wane Kreek […], y siendo que los trabajos de rehabilitación 
por parte de la empresa aún no han sido efectivos ni suficientes, la Corte dispone que el Estado deberá:

a) implementar las acciones suficientes y necesarias, a fin de rehabilitar la zona afectada. Para ello, es preciso 
elaborar un plan de acción de rehabilitación efectiva de la zona, de manera conjunta con la empresa que 
ha estado a cargo de dicha rehabilitación, y con la participación de una representación de los Pueblos 
Kaliña y Lokono. Dicho plan deberá incluir: i) una evaluación integral actualizada de la zona afectada, 
mediante un estudio a cargo de expertos independientes en la materia; ii) un cronograma de trabajo; 
iii) las medidas necesarias para remover cualquier afectación derivada de las actividades mineras, y iv) 
las medidas para reforestar las áreas que aún están afectadas por tales actividades, todo ello tomando en 
cuenta el parecer de los Pueblos afectados, y

b) establecer los mecanismos de fiscalización y supervisión necesarios para la ejecución de la rehabilitación 
que lleva a cabo la empresa. Para ello, el Estado deberá nombrar a un experto en la materia a efectos del 
cumplimiento total de la rehabilitación de la zona. 

291. El cumplimiento de esta medida de reparación es obligación del Estado, el cual debe completarla en un plazo 
no mayor de tres años. En dicho periodo, el Estado deberán informar anualmente las medidas adoptadas para 
el cumplimiento del plan de trabajo, con posterioridad a la adopción del mismo.
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